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I. Introducción

Hace pocos días, se produjo una muy grave 
explosión en un parque industrial de la zona de 
Ezeiza (Provincia de Buenos Aires), que generó la 
destrucción total de cinco empresas y daños de 
distintas magnitudes a otros inmuebles.

Gracias a Dios, no hubo víctimas con daños per-
sonales de gravedad.

Los daños materiales fueron de magnitudes ca-
tastróficas para algunas de las empresas dañadas.

En estos momentos es cuando se acude a anali-
zar las pólizas de seguros de vigentes...

II. Seguros de empresas indispensables

II.1. Sin pretender realizar un análisis exhausti-
vo del tema, en términos generales, señalamos 
que existen algunos seguros indispensables de 
empresas que resultaría imprudente o poco 
previsor que el Directorio no hubiera contrata-
do para la propia empresa.

En forma enunciativa y no limitativa, entre al-
gunos de los distintos seguros indispensables para 
empresas (1) (2) podemos mencionar los siguientes:

Especial para La Ley. Derechos reservados (ley 11.723).

 (1) SOBRINO, Waldo; “Seguros y el Código Civil y Comer-

cial”, T. II, Cap. XIX “Seguros de Empresas y el Código Civil y 

Comercial”, Ed. La Ley, abril de 2018, segunda edición actua-

lizada y ampliada, ps. 1475 a 1689.

 (2) SOBRINO, Waldo; “Contratos, Consumidores y Segu-

A) Seguro de Todo Riesgo Operativo (All 
Risk) (3) (4).

ros (la “crisis” del contrato en el siglo XXI, a la luz de las 

Neurociencias, la Inteligencia Artificial y el Metaverso)”, 

Cap. 7 “Consumidores de Seguros: Asegurados, Empresas 

y Víctimas de Accidentes de Tránsito”, acápite 5) Empresas 

Aseguradas, Ed. La Ley, mayo de 2024, ps. 311 y ss.

 (3) GAVA, Adriel, “Ley de Seguros Comentada” (Coauto-

res: Sobrino, Waldo - Gava, Adriel - Cerda, Sebastián); T. 2, 

Tercera Parte: “Ley de Seguros Comentada”, Art. 85 “Seguro 

de Incendio”, acápite V “El Seguro de Todo Riesgo Operativo”, 

donde el destacado doctrinario y que es uno de los aboga-

dos que más conoce esta temática de seguros de empre-

sas, realiza un profundo análisis del Seguro de Todo Riesgo 

Operativo, en sus diversas alternativas, La Ley - Thomson 

Reuters, Buenos Aires, junio de 2023, segunda edición am-

pliada y actualizada, ps. 748 y ss.

 (4) Ver: Dictionary of Insurance Terms, “All Risk” donde 

se establece que “...All Risk insurance that covers each and 

every loss except for those specifically excluded. If the in-

surance company does not specifically exclude a particular 

loss, it is automatically covered...” (el seguro de todo riesgo 

cubre toda y cada pérdida excepto aquellas que son ex-

cluidas en forma específica. Si la compañía de seguros no 



02    |    Miércoles 3 de diciembre de 2025

¿Cuáles son los 5 puntos principales 
de esta doctrina?

1. Existen tres seguros indispensables para 
las empresas, a saber: (i) Seguro de Todo 
Riesgo Operativo; (ii) Seguro de Business 
Interruption (Interrupción de la Actividad); 
y (iii) Seguro de Responsabilidad Civil Ope-
rativa.

2. La correcta contratación de los seguros 
de las empresas es una de las obligaciones 
principales que tienen los directores frente 
a las empresas que prestan sus funciones.

3. La mala contratación de los seguros de 
empresas genera la responsabilidad legal 
de los directores (arts. 59 y 274 de la Ley 
de Sociedades) con relación a la empresa 
donde prestan sus servicios.

4. El seguro de directores y gerentes, que 
ampara los yerros de los funcionarios en 
el ejercicio de sus funciones, brinda co-
bertura a los directores frente a la propia 
empresa por los daños padecidos como 
consecuencia de la mala contratación de 
seguros de la empresa.

5. La explosión e incendio de las empre-
sas de Ezeiza, que generó daños catastró-
ficos, sirve como disparador para volver a 
resaltar la importancia de los seguros de 
empresas.

¿Dónde encontrar más información en 
línea sobre el tema?

Nuevo marco normativo para pólizas de di-
rectores y socios gerentes

TR Noticias informa sobre la normativa vi-
gente desde noviembre de 2024 para póli-
zas de directores y gerentes en Argentina, 
incluyendo requisitos mínimos de suma 
asegurada y obligaciones legales. Es útil 
para entender el contexto regulatorio ac-
tual y los cambios recientes.

Tras el fuego en Ezeiza, las aseguradoras 
inspeccionan las empresas afectadas

Infobae cubre el impacto de la explosión 
en el parque industrial de Ezeiza, con testi-
monios de empresarios y detalles sobre el 
proceso de inspección y liquidación de si-
niestros por parte de las aseguradoras. Es 
relevante para comprender cómo se apli-
can los seguros empresariales en casos 
catastróficos.

B) Seguro de Interrupción de la Actividad (Busi-
ness Interruption) (5) (6).

C) Seguro de Responsabilidad Civil Operativa (7).

D) Seguro de Directores & Gerentes (8).

Obvio es resaltar que también existen otros se-
guros importantes como (i) Seguro de Transportes; 
(ii) Seguros de Automotores; (iii) Seguros Ambien-
tales; (iv) Seguro de Errores & Omisiones; (v) Se-
guros de Caución; (vi) Seguros de Contratistas y 
Subcontratistas; (vii) Seguro de Cyber Risk (9) (10); 
(viii) etc.

II.2. En el presente análisis solo haremos una 
breve referencia a los tres primeros seguros in-
dispensables (dejando el Seguro de Directores 
& Gerentes para el final), dado que, en términos 
generales, son los que se van a aplicar en forma 
principal en el análisis del desastre de incendio y 
explosión del Parque Industrial de Ezeiza.

Atento a los límites del presente trabajo, reitera-
mos que no vamos a profundizar en el análisis de 
cada uno de los seguros (remitiéndonos brevitatis 
causae a lo que se ha escrito al respecto), sino que 
haremos unas muy breves consideraciones gene-
rales.

III. Seguro de Todo Riesgo Operativo

III.1. Muchas empresas (en especial, las PyMES) 
para proteger la parte patrimonial suelen contra-
tar un seguro de “incendio”, que es una cobertura 
named peril (11), es decir, que en forma única y ex-

excluye una pérdida en particular, se encuentra automáti-

camente cubierta), Fourth Edition, Barrons, New York, 2000, 

p. 24.

 (5) MUNCHENER RUCK - MUNICH RE GROUP; “Minimising 

Business Interruption Losses (Business Continuity Planing - A 

risk management tool”, “Contingent Losses”, Munich, Germa-

ny, 2008, p. 38.

 (6) GAVA, Adriel; “El Seguro de Interrupción del Negocio”, 

El Derecho, con fecha 16 de agosto de 2022.

 (7) SOBRINO Waldo, “Ley de Seguros Comentada” (Coau-

tores: Sobrino, Waldo - Gava, Adriel - Cerda, Sebastián); T. 3, 

Tercera Parte: ‘Ley de Seguros Comentada’, Art. 109 “Seguro 

de Responsabilidad Civil”, La Ley - Thomson Reuters, Buenos 

Aires, junio de 2023, segunda edición ampliada y actualiza-

da, ps. 5 a 21.

 (8) SOBRINO, Waldo; “Seguros y el Código Civil y Comer-

cial”, T. II, Capítulo XX “Seguro de ‘Directors & Officers’”, Ed. La 

Ley, Segunda edición actualizada y ampliada, abril de 2018, 

ps. 1691 a 1795.

 (9) CERDA, Sebastián; Ponencia “Las Exclusiones de co-

bertura en el Riesgo Cibernético”, presentada en el Congre-

so Nacional e Internacional de Derecho de Seguros 2022, 

organizada por la Asociación Argentina de Derecho de Se-

guros (AIDA), celebrada en la Ciudad de Paraná (Entre Ríos), 

en el mes de mayo de 2022.

 (10) CERDA, Sebastián; “El Seguro de ciber riesgo y sus 

particularidadesLA LEY, de fecha 23 de agosto de 2023.

 (11) DOBBYN, John - FRENCH, Christopher; Insurance Law, 

Cap. 3 “Insurable Risks”, apartado F)  “All-Risks vs. Specifed 

or Named Risks”, donde se enseña que “...Specified or Name 

Risk insurance, also known as ‘specified perils’ insurance, 

covers damage to the subject matter of the policy only if it 

results from one of the specific causes listed in the policy. 

Typical examples are fire insurance...” “(el seguro de riesgos 

específicos o nominados, también conocido como seguro 

de ‘riesgos específicos’, cubre los daños al objeto de la pó-

clusiva ampara el riesgo mencionado (v.gr. incen-
dio) con algunas otras pocas coberturas aliadas.

En realidad se trata de un error de magnitud, 
dado que las empresas tienen que contratar 
el Seguro de Todo Riesgo Operativo, denomi-
nado seguro “All Risk” (12) (13), es decir que: 
cubre todo daño patrimonial de la empresa, 
salvo aquellos que estén expresamente ex-
cluidos (14) (15).

III.2. Asimismo también se debe resaltar que el 
seguro debe estar bien contratado, es decir, que 
los directores deben revisar per se, o a través del 
productor o broker de seguros o un asesor externo, 
que las sumas aseguradas, cláusulas, condiciones, 
coberturas, exclusiones, se adapten a las necesida-
des concretas de la empresa

En efecto, entre muchas otras cuestiones, se 
deben considerar y realizar varios temas, como, 
por ejemplo: valuación de activos, que la suma 
asegurada (16) sea adecuada, para que no existan 
problemas con el infraseguro, con la prorrata (17) 
ni con los sublímites; las exclusiones de cobertu-
ra; etc.

III.3. Dentro de la póliza de seguros de “Todo 
Riesgo Operativo”, además de la Sección 1 de “Da-

liza solo si se deben a una de las causas específicas enu-

meradas en la póliza. Ejemplos típicos son el seguro contra 

incendios...”, West Academic Publishing, USA, 2016, 5th edi-

tion, p. 228.

 (12) STIGLITZ, Rubén S.; “Derecho de Seguros”, T. I, Acápite 

nº 210 “El objeto de la Póliza o de la Cláusula ‘Todo Riesgo’ 

(All Risk). Carga de la prueba”, Ed. Abeledo-Perrot, Bs. As., 

2008, quinta edición actualizada y ampliada, ps. 253 a 255.

 (13) GAVA, Adriel, “Ley de Seguros Comentada” (Coauto-

res: Sobrino, Waldo - Gava, Adriel - Cerda, Sebastián); T. 2, 

Tercera Parte: “Ley de Seguros Comentada”, Art. 85 “Seguro 

de Incendio”, acápite V “El Seguro de Todo Riesgo Operativo”, 

La Ley - Thomson Reuters, Buenos Aires, junio de 2023, se-

gunda edición ampliada y actualizada, ps. 748 y ss.

 (14) SHAFTER GLIEDMAN, Diana; “All Risk or Your Risk ? 

When All-Risk Cargo Insurance Companies attempt to shift 

the Risk Back to you”, publicado en AKO “Petroleum and 

Chemical Insurance”, verano del 2004.

 (15) DOBBYN, John - FRENCH, Christopher; “Insurance 

Law”, Cap.  3 “Insurable Risks”, apartado F)  “All-Risks vs. 

Specifed or Named Risks”, donde con relación a los seguros 

“All Risk” explican “...covers damage to the specified subject 

matter of policy from any cause whatever other than those 

specific causes expressly excluded...” (cubre los daños al 

objeto específico de la póliza por cualquier causa, excepto 

aquellas expresamente excluidas), West Academic Publi-

shing, USA, 2016, 5th edition, p. 228.

 (16) GAVA, Adriel, “Ley de Seguros Comentada” (Coauto-

res: Sobrino, Waldo - Gava, Adriel - Cerda, Sebastián); T. 2, 

Tercera Parte: “Ley de Seguros Comentada”, Art. 61, acápite 

IX “Suma Asegurada: límites y excepciones”, La Ley - Thom-

son Reuters, Buenos Aires, junio de 2023, segunda edición 

ampliada y actualizada, ps. 537 y ss.

 (17) SOBRINO, Waldo; “Contratos, Consumidores y Segu-

ros (la “crisis” del contrato en el siglo XXI, a la luz de las Neu-

rociencias, la Inteligencia Artificial y el Metaverso)”, Cap.  10 

“Seguros y Prorrata: aplicación de la Teoría ‘Ex-Ante’ vs. Teo-

ría ‘Ex Post’”, acápite 16.10, donde siguiendo las enseñanzas 

de mi amigo y socio Adriel Gava señalamos que “...se debe 

aplicar la Teoría ‘Ex Ante’, en virtud de la cual los cálculos 

para el análisis de la ‘prorrata’, se deben realizar al momento 

de la contratación del seguro y no a la fecha de la ocurrencia 

del siniestro...”, Ed. La Ley, mayo de 2024, ps. 411 a 449.

ños Materiales” (18), también se debe resaltar la 
importancia de la Sección 2 de “Rotura de Maqui-

 (18) GAVA, Adriel, “Ley de Seguros Comentada” (Coauto-

res: Sobrino, Waldo - Gava, Adriel - Cerda, Sebastián); T. 2, 

Tercera Parte: “Ley de Seguros Comentada”, Art. 85 “Seguro 

de Incendio”, acápite V “El Seguro de Todo Riesgo Operati-

vo”, apartado 6.1.1. “Sección I: Daños Materiales”, Ed. La Ley 

- Thomson Reuters, Buenos Aires, junio de 2023, segunda 

edición ampliada y actualizada, p. 749.

LA LEY AI
(análisis inteligente)
por TR + Microsoft Copilot

https://www.todoriesgo.com.ar/nuevo-marco-normativo-polizas-directores-socios-gerentes/
https://www.todoriesgo.com.ar/nuevo-marco-normativo-polizas-directores-socios-gerentes/
https://www.infobae.com/sociedad/2025/11/16/tras-el-fuego-en-ezeiza-las-aseguradoras-inspeccionan-las-empresas-afectadas-parece-una-zona-de-guerra/
https://www.infobae.com/sociedad/2025/11/16/tras-el-fuego-en-ezeiza-las-aseguradoras-inspeccionan-las-empresas-afectadas-parece-una-zona-de-guerra/
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narias” (19) (20), que en términos generales ampa-
ra los daños producidos a las maquinarias de la 
empresa, en forma accidental, súbita e imprevista 
y vinculados con la negligencia de los empleados, 
acción directa de la energía eléctrica, error de di-
seño, montaje; etc.

III.4. Nótese que la errónea contratación del se-
guro de Todo Riesgo Operativo (21) le produce 
importantes perjuicios a la empresa, que pue-
den generar la responsabilidad legal de los di-
rectores frente a la propia empresa.

IV. Seguros de Interrupción de la Actividad 
(Business Interruption)

IV.1. Si bien la cobertura de Business Interrup-
tion (22) (23), es decir la interrupción de la activi-
dad de la empresa (24) (25), suele figurar como la 
Sección 3 dentro del Seguro de Todo Riesgo Opera-
tivo, y lo tratamos en forma separada, no solo por-
que puede contratarse en otra póliza de seguros en 
forma independiente, sino también para resaltar 
la importancia absoluta y trascendencia total de la 
cobertura (26) (27).

 (19) KEETON, Robert E. - WIDISS, Alan I.; “Insurance Law (a 

guide to fundamental principles, legal doctrines and com-

mercial practices)”, Chapter Five “The Risk Transferred”; part 

5.1 (b) (1) “Approaches to defining the Risk Transferred: All Risk 

and Specified-Risk Policies”, West Publishing Co. Minnesota, 

USA, 1988, ps. 462-463.

 (20) GAVA, Adriel, “Ley de Seguros Comentada” (Coau-

tores: Sobrino, Waldo - Gava, Adriel - Cerda, Sebastián); T. 2, 

Tercera Parte: “Ley de Seguros Comentada”, Art. 85 “Seguro 

de Incendio”, acápite V “El Seguro de Todo Riesgo Operati-

vo”, apartado 6.1.2. “Sección II: Rotura de Maquinaria”, La Ley 

- Thomson Reuters, Buenos Aires, junio de 2023, segunda 

edición ampliada y actualizada, p. 750.

 (21) BROWNE, Denis, “Mac Gillivray on Insurance Law (re-

lating to all risks other than marine)”, Sweet & Maxwell, Lon-

don, 1961, 5th edition.

 (22) EMERSON, Robert W.; “Business Law”, donde con 

relación al Business Interruption explica “...covers losses due 

to equipment malfunctions or other covered risks that stop 

business’ normal operations ...” (cubre pérdidas debidas a 

mal funcionamiento de los equipos u otros riesgos cubiertos 

que detienen las operaciones normales del negocio), Ba-

rrons, USA, New York, 2015, p. 529.

 (23) GAVA, Adriel, “Ley de Seguros Comentada” (Coauto-

res: Sobrino, Waldo - Gava, Adriel - Cerda, Sebastián); T. 2, 

Tercera Parte: “Ley de Seguros Comentada”, Art. 85 “Seguro 

de Incendio”, acápite V “El Seguro de Todo Riesgo Operativo”, 

apartado 6.1.3. “Sección III: Interrupción del Negocio”, La Ley 

- Thomson Reuters, Buenos Aires, junio de 2023, segunda 

edición ampliada y actualizada, p. 751.

 (24) MUNCHENER RUCK - MUNICH RE GROUP; “Minimis-

ing Business Interruption Losses (Business Continuity Plan-

ing - A risk management tool”, “Contingent Losses”, Munich, 

Germany, 2008, p. 38.

 (25) BULLO, Emilio; “El Derecho de Seguros y otros nego-

cios vinculados”, T. II, acápite 105 “El Seguro de Pérdida de 

Beneficios por Interrupción de la Empresa como tipo con-

creto”, Ed. Abaco, Buenos Aires, 2001, p. 273.

 (26) GAVA, Adriel; “El riesgo de Interrupción del Negocio 

sin existencia de Daño Material”, Ponencia presentada en el 

XVIII Congreso Nacional e Internacional de Derecho de Se-

guros de AIDA, celebrado en la Ciudad de Paraná, Entre Ríos, 

mayo de 2022.

 (27) RIEGEL, Robert - MILLER, Jerome; “Seguros Ge-

nerales (Principios y Práctica)”, Cuarta Parte, Cap. 25 “El 

Seguro contra Pérdidas Secuentes, acápite “Deficiencias 

del seguro de Interrupción de Negocios”, donde expli-

En efecto, la cobertura de los “daños materiales” 
(Sección 1) es un análisis “estático”, dado que va a 
amparar, por ejemplo, los daños del edificio deri-
vados del incendio o la explosión.

Pero, aunque la compañía de seguros pague el 
siniestro en forma inmediata, al tardarse varios 
meses o años en la reconstrucción del bien sinies-
trado la empresa va a sufrir grandes perjuicios 
económicos y financieros, que en algunos casos 
hasta los puede llevar a la quiebra.

IV.2. Por ello, el seguro de “Interrupción de la 
Actividad” o “Business Interruption” (Sección 
3) (28) (29) es el análisis “dinámico” de estos 
riesgos, dado que, más allá de las distintas cla-
ses de seguros, como la versión inglesa (“Loss of 
Profit”), o versión norteamericana (“Gross Ear-
ning”), entre otras (30) (31), en términos genera-
les se puede señalar que la compañía de seguros 
le va a pagar a la empresa asegurada siniestrada: 
(i) gastos fijos + (ii) la disminución de la factura-
ción (32) (33).

Nótese, reiteramos, que la correcta contrata-
ción del Seguro de Interrupción de la Activi-

can que “...el seguro de interrupción de negocios es 

una de las formas de seguro más difíciles de adquirir...”, 

agregando que “...el asegurado se enfrenta al problema 

de calcular su futuro volumen de negocios y gastos...”, 

p.  704. Con relación al cálculo de la suma asegurada 

y el valor a riesgo, los autores citados explican que “...

este inconveniente tiene su remedio en la ‘cláusula de 

importe convenido’ y el ‘endoso de ajuste de primas’...”, 

traducción de la Cuarta Edición en inglés al español por 

Leonor De Paiz, Compañía Editorial Continental, México 

D.F., 1965, p. 697.

 (28) GAVA, Adriel; “El Seguro de Interrupción del Negocio”, 

El Derecho con fecha 16 de agosto de 2022.

 (29) RAMOS, David; “Garantía de Continuidad”, donde 

se realiza un profundo análisis del Seguro de Interrupción 

de Negocios, publicado en la Revista Riesgo y Empresa, 

editada por INESE, Madrid, febrero de 2016, p. 30.

 (30) REVENGA, Roberto - LORENZO, Ignacio; “La Póliza 

de ‘Pérdida de Beneficios’: un traje a medida”, publicado en 

“Gerencia de Riesgos y Seguros”, donde se explica la dife-

rencia entre la ‘Versión Inglesa’ (‘Loss of Profits’) donde “...

el período de indemnización se extiende desde el día del 

siniestro hasta que se normalicen las ventas...”, en cam-

bio la ‘Versión Norteamericana’ (‘Gross Earning’) el período 

de indemnización es hasta que “...se normalice la produc-

ción...”, Fundación Mapfre, Madrid, primer cuatrimestre de 

2013, p. 32 y ss.

 (31) TORPEY, Daniel - LENTZ, Daniel - BARRET, David; 

“The Business Interruption Book (Coverage, Claims and 

Recovery)”, Chapter 1: “Insuring Changing Exposures”, 

donde se explica con relación a la cobertura de “Gross 

Earning” que “...that loss is covered only for the time re-

quired ‘with the exercise of due diligence and dispatch’ 

to repair, rebuild, or replace the damaged property from 

which the interruption arises...” (la pérdida está cubierta 

solo por el tiempo requerido “con el ejercicio de la debida 

diligencia y prontitud” para reparar, reconstruir o reempla-

zar la propiedad dañada de la cual surge la interrupción), 

The National Underwriter Company, Estados Unidos, Ohio, 

2004, p. 11.

 (32) GLUCKLER, R. - GOBEL, D.; “New Developments in Ad-

vance Loss of Profits (AloP)”, publicado en www.imia.com/

downloads/imia_papers.

 (33) AFSARI, Hahid - MURPHY, Brian; “Managing Construc-

tion Project Risks¸ “Risk Management”, New York, may 2015, 

p. 16.

dad (34) (35), puede ser la diferencia, entre 
que un gran siniestro sea grave, pero reme-
diable, o que se torne en un daño catastrófico, 
del cual suele ser muy difícil la recuperación 
económica de la empresa (36) (37).

IV.3. Y obvio es decir que la no contratación de 
este seguro fundamental e indispensable para la 
empresa (o la mala contratación del seguro) gene-
ra una responsabilidad legal de los directores fren-
te a su propia empresa, como consecuencia de los 
daños y perjuicios generados y no amparados por 
los seguros.

V. Seguro de Responsabilidad Civil Operativa

V.1. El tercer pilar fundamental de los seguros 
indispensables de las empresas es referido al Segu-
ro de Responsabilidad Civil Operativa, que ampara 
las responsabilidades legales de la empresa frente 
a terceros, de acuerdo con las pautas del art. 109 
de la Ley de Seguros (38) (39).

Si bien la mayoría de las empresas tienen con-
tratado este seguro, en gran parte de los casos la 
póliza de seguros no brinda todas las coberturas 
pertinentes y suficientes que la empresa necesita.

V.2. En forma inicial hay que analizar la suma 
asegurada, que no debe ser prevista para daños 
menores, sino que —por el contrario— el principal 
objetivo de la cobertura son los daños catastrófi-
cos (justamente, como es el caso de la explosión 
de Ezeiza).

 (34) ANDERSON, Eugene - STANZLER, Jordan - MAS-

TERS, Lorelie; “Insurance Coverage Litigation”, Cap.  18 

“Coverage for Cyberspace and Computer Liabilities”, 

acápite 18.4 (G) “Business Interruption Insurance”, p. 18-38, 

donde se enseñan que “...Business Interruption insurance 

protects a policyhoder fron two different types of loss: [1] 

loss of income as a result of interrumped business oper-

ations, and [2] additional expenses incurred as a result 

of efforts to continue business operations...” (el seguro 

de interrupción de negocios protege al asegurado de 

dos tipos diferentes de pérdidas: [1] pérdida de ingresos 

como resultado de operaciones comerciales interrumpi-

das y [2] gastos adicionales incurridos como resultado de 

los esfuerzos por continuar las operaciones comerciales); 

Wolters Kluwer Law and Business, New York, 2015, 2nd 

edition.

 (35) WRIGHT, Alex; “Irma’s Business Interruption Claims 

(Contingent Business Interruption claims Hurricane Irma 

could take years to resolve)”, publicado en RiskandInsurance.

com, de fecha 20 de septiembre de 2017.

 (36) ZOLA, Jared; “Swatch fire losses and Contingent Bu-

siness Interruption Coverage”, publicado en Insurance Jour-

nal, de fecha 30 de diciembre de 2015.

 (37) GAVA, Adriel; “El riesgo de Interrupción del Negocio 

sin existencia de Daño Material”, Ponencia presentada en el 

XVIII Congreso Nacional e Internacional de Derecho de Se-

guros de AIDA, celebrado en la Ciudad de Paraná, Entre Ríos, 

mayo de 2022.

 (38) SOBRINO Waldo, “Ley de Seguros Comentada” 

(Coautores: Sobrino, Waldo - Gava, Adriel - Cerda, Se-

bastián); T. 3, Tercera Parte: “Ley de Seguros Comentada”, 

Art. 109 “Seguro de Responsabilidad Civil”, La Ley - Thomson 

Reuters, Buenos Aires, junio de 2023, segunda edición am-

pliada y actualizada, ps. 5 a 21.

 (39) GAVA, Adriel - TORTORELLI, Mercedes; “Los Se-

guros Obligatorios, las funciones preventiva y resarcitoria, 

y la Franquicia ¿pueden coexistir?”, RCyS, diciembre de 

2012.
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V.3. En efecto, se debe tener muy presente que 
las responsabilidades legales de las empresas sue-
len ser de carácter objetivo (art. 1.723 del Cód. Civ. 
y Com.), donde no se considera la culpa o negligen-
cia, sino que se tiene presente el hecho objetivo de 
la existencia del daño de la víctima.

A ello, hay que agregar, que en forma específica 
el art. 1757 del Cód. Civ. y Com. (40), también ra-
tifica la responsabilidad objetiva de las empresas 
por las actividades riesgosas, debiendo señalarse 
al respecto que se suele entender como riesgo, a 
todo aquello que multiplique, aumente o potencie 
la posibilidad de producir un daño.

Y resulta vital resaltar la innovación del Códi-
go Civil y Comercial, que amplía el marco de res-
ponsabilidad legal de las empresas, a través del 
art. 1733 (41) que determina que igualmente exis-
te responsabilidad legal, aunque se tratara de un 
“caso fortuito”.

Al respecto debe tenerse muy presente, en for-
ma especial, el inc. e) del art. 1733 que establece 
la responsabilidad de la empresa, cuando el caso 
fortuito es una contingencia propia del riesgo de 
la cosa o de la actividad de la empresa.

V.4. Asimismo, también se debe resaltar que 
atento a que el Seguro de Directores y Gerentes 
no brinda cobertura por las lesiones personales 
y daños materiales frente a terceros, dicho ries-
go de los directores debe ser cubierto a través 
del Seguro de Responsabilidad Civil Operativa.

Sin embargo, advertimos que, en forma injusti-
ficada, muchas pólizas de seguros de responsabili-
dad civil operativa contratadas por las empresas, 
suelen tener una exclusión de cobertura arbitraria 
que determina que no se cubre la responsabilidad 
de los directores en la póliza de responsabilidad 
civil (42).

Ahora tan solo señalamos que se trata de una 
exclusión de cobertura de carácter irrazonable e 
ilegal que viola en forma palmaria el art. 113 de la 
Ley de Seguros (43).

 (40) GALDÓS, Jorge Mario, en “Código Civil y Comercial 

de la Nación Comentado”, Director: Ricardo Luis Lorenzet-

ti, T. VIII, art.  1757, Rubinzal Culzoni, Santa Fe, julio de 2015, 

ps. 576 y ss.

 (41) PICASSO, Sebastián, en “Código Civil y Comercial 

de la Nación Comentado”, Director: Ricardo Luis Lorenzetti, 

T. VIII, art.  1733, Rubinzal Culzoni, Santa Fe, julio de 2015, 

ps. 448 y ss.

 (42) SOBRINO, Waldo; “Seguros y el Código Civil 

y Comercial”, T, II, Cap, XV “Cláusulas Abusivas en los 

Seguros: Parte Especial”, acápite 3.15) “No cobertura de 

Directores y Gerentes en los Seguros de Responsabi-

lidad Civil”, donde se explica que es una exclusión de 

cobertura que no tiene fundamento ni razonabilidad, de 

manera tal que se trata de una cláusula abusiva, Ed. La 

Ley, abril de 2018, segunda edición actualizada y amplia-

da, ps. 1.174 a 1180.

 (43) SOBRINO Waldo, “Ley de Seguros Comentada, Coau-

tores: Sobrino, Waldo - Gava, Adriel - Cerda, Sebastián”; T. 3, 

Tercera Parte: “Ley de Seguros Comentada”, Art.  113 “Res-

ponsabilidad personal directivo”, Cap.  III “Seguro de Direc-

tores & Gerentes”, La Ley - Thomson Reuters, Buenos Aires, 

junio 2023, segunda edición ampliada y actualizada, ps. 66 

y ss.

V.4. Por todo ello, si la Póliza de Seguros de Res-
ponsabilidad Civil Operativa no tiene la amplitud 
de cobertura necesaria o la suma asegurada sufi-
ciente, la empresa responsable de los daños a ter-
ceros se va a ver perjudicada, dado que los montos 
que no pague la compañía de seguros van a tener 
que ser abonados por la propia empresa.

V.5. Finalmente señalamos que la mala con-
tratación del seguro de responsabilidad civil, 
por ejemplo, con una suma asegurada insu-
ficiente o por no tener los endosos comple-
mentarios de cobertura, puede generar la 
responsabilidad legal de los directores y ge-
rentes (arts. 59 y 274 de la Ley de Sociedades) 
frente a la propia empresa por los perjuicios 
producidos.

VI. ¿Estaban bien aseguradas las empresas 
dañadas?

Existe una sabia frase en el mercado de seguros 
que determina: “...existe una sola cosa peor que no 
tener seguros, estar mal asegurado y no saberlo...”.

Ello es así, dado que cuando se produce el si-
niestro (en especial, los catastróficos), es donde 
vamos a poner a prueba si esas extensas y mu-
chas veces incomprensibles pólizas de seguros 
van a brindar la adecuada protección a la empre-
sa damnificada.

VII. Dios está en los detalles (o la maldita “le-
tra chica”)

La experiencia nos enseña que lo que algu-
nos consideran detalles o letra chica (44) de 
las pólizas de seguros (art. 11 de la Ley de Se-
guros) (45) (46) pueden llegar a ser cuestiones 
fundamentales cuando se deba realizar la liqui-
dación del siniestro y van a determinar la ex-
tensión de la indemnización o cobertura de la 
empresa siniestrada.

Así, de manera casi sorpresiva, los funcionarios 
van a tener que analizar y responder temas téc-
nicos vinculadas con cuestiones básicas, como por 
ejemplo: 1) suma asegurada; 2) depreciación de la 
suma asegurada (47) (48); 3) moneda de la póliza 

 (44) SOLER ALEU, Amadeo; “La Póliza de Seguro”, Cap. V 

“Fácilmente Legible”, publicado en la “Revista del Derecho 

Comercial y de las Obligaciones”, Año 8, Nros. 43 a 48, don-

de enseña con toda precisión que “...la emisión de pólizas 

de seguro con letra no fácilmente legible hace presumir o 

el dolo o la mala fe del asegurador...”, Ed. Depalma, Buenos 

Aires, 1975, p. 608.

 (45) SOBRINO Waldo, “Ley de Seguros Comentada” 

(Coautores: Sobrino, Waldo - Gava, Adriel - Cerda, Sebas-

tián); T. 1, Tercera Parte: “Ley de Seguros Comentada”, Art. 11, 

Acápite V “Deber de Información”, La Ley - Thomson Reuters, 

segunda edición ampliada y actualizada, Buenos Aires, junio 

de 2023, ps. 410 y ss.

 (46) SOBRINO, Waldo; “Contratos, Consumidores y Segu-

ros (la “crisis” del contrato en el siglo XXI, a la luz de las Neu-

rociencias, la Inteligencia Artificial y el Metaverso)”, Cap. 5 “In-

teligencia Artificial y Neurociencias aplicadas a los Seguros”, 

acápite 10.3) “Deber de Información (Art. 11, Ley de Seguros)”, 

Ed. La Ley, mayo de 2024, ps. 176 y ss.

 (47) GAVA, Adriel; “Inflación y Seguros”, publicado en “Edi-

ción Especial de Seguros”, Ed. La Ley, de fecha 23 de agosto 

de 2023.

 (48) FERNÁNDEZ ENGEL, Magalí - LAURIC, Macarena y 

de seguros (pesos o dólares); 4) infraseguro; 5) pro-
rrata; 6)  primer riesgo absoluto; 7)  reticencia; 
8)  agravación del riesgo; 9)  caducidades legales; 
10) caducidades convencionales; 11) exclusiones de 
cobertura; 12) sublímites; 13) agregado anual; 14) 
franquicia; 15) deducible; 16) denuncia del sinies-
tro; 17) salvamento; 18) prescripción; 19) endosos 
complementarios; 20) liquidación del siniestro; 21) 
valor a riesgo; 22) subrogación; 23) repetición 24) 
coaseguro; 25) layers; 26) reaseguro; 27) slip de re-
aseguro; 28) Cláusula “cut through”; 29) cláusula 
“drop down”; 30) “claims control clause”; 31) cláu-
sula “claims made” (49); 32) contrato de adhesión; 
33) análisis de riesgos; 34) valuación de activos; 
35) resolución de “Grandes Riesgos”; 36) fronting; 
37) etc.

La densa enumeración de terminología técnica 
que antes señalamos no es un ejercicio teórico, 
sino que se trata de una cuestión totalmente prác-
tica, dado que en la liquidación de siniestros se van 
a utilizar muchos (muchísimos) de dichos concep-
tos técnicos.

VIII. Nunca es triste la verdad, lo que no tiene 
es remedio

También es habitual en el mercado de seguros 
decir que el momento del siniestro es la hora de la 
verdad, dado que la suerte está echada; de manera 
tal que la liquidación del siniestro se va a realizar 
con las pautas de las pólizas de seguros.

Incluso también debemos resaltar que muchas 
veces, en riesgos de grandes magnitudes, el docu-
mento más trascendental es el reaseguro facultati-
vo (y el slip de reaseguros), dado que si existe una 
fronting y/o Claims Control Clause, la verdad pura 
y dura es que la póliza de seguros va a perder gran 
parte de su importancia, ya que el siniestro se va 
a analizar y liquidar con las pautas del reaseguro 
facultativo (que muchas veces la propia empresa 
asegurada, no conoce).

IX. Liquidación del siniestro

Complementando todo lo que venimos desa-
rrollando, la etapa de la liquidación del siniestro 
(arts. 75 y 76 de la Ley de Seguros) (50) es el mo-
mento de mayor tensión entre las partes, dado 
que —por un lado— la empresa asegurada, con 
toda lógica (y muchas veces basada en el seguro de 
optimismo) (51), va a pretender cobrar la totalidad 
del siniestro.

PUTRUELE, Génesis; “Nuevo filtro de la ‘Realidad Económica’ 

aplicado al Fallo ‘Flores’”, publicado en “Temas de Derecho 

Civil, Persona y Patrimonio”, Errepar, de 27 de mayo de 2025.

 (49) SOBRINO Waldo, “Ley de Seguros Comentada” 

(Coautores: Sobrino, Waldo - Gava, Adriel - Cerda, Se-

bastián); T. 3, Quinta Parte: “Cláusula Claims Made”, La Ley 

- Thomson Reuters, Buenos Aires, junio de 2023, segunda 

edición ampliada y actualizada, ps. 496 a 558.

 (50) SOBRINO Waldo, Ley de Seguros Comentada (Coau-

tores: Sobrino, Waldo - Gava, Adriel y Cerda, Sebastián); T. 2, 

Tercera Parte: “Ley de Seguros Comentada”, Arts.  75 y 76 

“Verificación de los Daños. Gastos de verificación y de la Li-

quidación”, acápite III “Proceso de Liquidación del Siniestro”, 

La Ley - Thomson Reuters, Buenos Aires, junio de 2023, se-

gunda edición ampliada y actualizada, ps. 678 y ss.

 (51) SOBRINO, Waldo; “Contratos, Neurociencias e Inte-

ligencia Artificial”, Primera parte ‘Derecho y Economía del 

Comportamiento”, Cap.  I “Un nuevo enfoque de las perso-
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Pero, por otro lado, la compañía de seguros 
va a pretender regirse por las frías pautas de 
las cláusulas de la póliza de seguros (que ella 
misma escribió o fue realizada por el mercado 
de seguros), donde irrumpe la leyenda negra de 
la maldita “letra pequeña” (52), donde se limita 
y restringe su responsabilidad a las pautas del 
contrato.

Incluso muchas veces el liquidador del sinies-
tro, que en general es designado por la compañía 
de seguros o la reaseguradora líder internacio-
nal, también va a regir por las pautas del con-
trato (53).

Si bien excede el marco del presente trabajo, 
al momento de la liquidación de un siniestro la 
empresa asegurada debe tener presente diversas 
cuestiones estratégicas:

— la empresa asegurada también puede desig-
nar a su propio liquidador del siniestro.

— el texto de la póliza no es palabra santa, 
dado que, como bien ordena la resolución 392 
del año 2024, dictada por la Superintendencia de 
Seguros de la Nación, existe una Prelación Nor-
mativa del Código Civil y Comercial, que tiene 
una jerarquía superior por encima de la póliza 
de seguro.

— asimismo, se debe analizar si la compañía 
de seguros y el productor de seguros cumplieron 
en forma eficiente con la obligación de resulta-
do derivada del deber de información + deber de 
asesoramiento + deber de advertencia (bajo aper-
cibimiento de aplicarse las sanciones legales per-
tinentes) (54).

X. Responsabilidad de los directores

X.1. En primer lugar, debemos recordar que los 
arts. 59 y 274 de la Ley de Sociedades, determina 
que los directores y gerentes, responden en forma 
ilimitada con todo su patrimonio personal, cuando 
actuaren con culpa o negligencia.

X.2. En segundo término, se debe tener presente 
que los directores tienen la obligación legal de ac-
tuar con la diligencia de un buen hombre de nego-
cios, procediendo con la prevención y precaución 
inherente a su importante función

nas (como ser ‘emocional’ y no como ‘ser racional’). Derecho, 

Economía y Comportamiento”, acápite XVI “Sesgo de Opti-

mismo”, Ed. La Ley, Buenos Aires, abril de 2020, ps. 38 y ss.

 (52) VEIGA COPO, Abel; “Los Principios de Derecho Euro-

peo del Contrato de Seguro”, Cap. Segundo “Los Principios. 

Hacia un nuevo modelo regulatorio del seguro”, acápite 9 

“La claridad y la sencillez, donde, recordando al profesor Del 

Caño Escudero, hace referencia a “la leyenda negra de la 

letra menuda de las pólizas de seguro”, publicado por Grupo 

Editorial Ibáñez y la Pontificia Universidad Javeriana, Bogotá, 

2012, ps. 212 y ss.

 (53) SOBRINO, Waldo; “El Proceso de Liquidación de Si-

niestros de Seguros y ‘El Proceso’ de Franz Kafka: ¿dos al-

mas gemelas?”, publicado en LA LEY, de 13 de octubre de 

2009.

 (54) SOBRINO, Waldo; “Contratos, Consumidores y Segu-

ros (la “crisis” del contrato en el siglo XXI, a la luz de las Neu-

rociencias, la Inteligencia Artificial y el Metaverso)”, Cap.  9 

“Deber de Información en Seguros: Sanciones por su incum-

plimiento”, Ed. La Ley, mayo de 2024, p. 407.

También se debe considerar el caso de los di-
rectores que son profesionales, dado que resultan 
aplicables las pautas del art.  1725 del Cód. Civ. y 
Com., que es mucho más estricto para establecer la 
responsabilidad del demandado.

X.3. Y entonces, en forma natural, surge la gran 
pregunta:

¿son responsables legalmente los directores y 
gerentes de las empresas siniestradas si no con-
trataron los seguros pertinentes o (lo que es casi 
lo mismo) si los seguros contratado, no son efi-
cientes, contando con la cobertura completa y 
suficiente que corresponde?

La respuesta afirmativa se impone...

X.4. En el Seguro de Todo Riesgo Operativo se va 
a tener que analizar: (i)  si la suma asegurada es 
suficiente; (ii) si no se aplica la prorrata; (iii) si no 
existe infraseguro; (iv) las exclusiones de cobertu-
ra; (v)  si se cumplieron con las cargas, para que 
no se apliquen las caducidades legales o caducida-
des convencionales; (vi) los deducibles aplicables; 
(vii) etc.

Así, entonces, se debe estudiar si este seguro pa-
trimonial fue correctamente contratado por los di-
rectores para proteger los intereses de la empresa, 
dado que, en caso contrario, va a existir responsa-
bilidad legal de aquellos (arts. 59 y 274 de la Ley de 
Sociedades).

X.5. En el Seguro de Business Interruption (In-
terrupción de la Actividad) (55) lo primero que 
se debe analizar es si efectivamente se contra-
tó (56).

En efecto, este seguro es quizás uno de los más 
importantes, dado que el Seguro de Todo Riesgo 
Operativo es una foto, ya que el pago del sinies-
tro solo va a implicar —por ejemplo, en el caso de 
Ezeiza— la reconstrucción del establecimiento (y 
algunas otras coberturas anexas).

Pero, el Seguro de Business Interruption es la pe-
lícula, ya que se inicia al momento del siniestro, 
pero puede continuar pagando sus prestaciones a 
lo largo de meses o hasta años (57).

Nótese que si la empresa solo cobra la indem-
nización por incendio, es muy posible que igual-
mente tenga muy graves perjuicios económicos y 
financieros, dado que no va a facturar ni generar 
ingresos durante muchos meses o años.

 (55) GAVA, Adriel; “El Seguro de Interrupción del Ne-

gocio”, publicado en El Derecho con fecha 16 de agosto 

de 2022.

 (56) GAVA, Adriel; “El riesgo de Interrupción del Negocio 

sin existencia de Daño Material”, Ponencia presentada en el 

XVIII Congreso Nacional e Internacional de Derecho de Se-

guros de AIDA, celebrado en la Ciudad de Paraná, Entre Ríos, 

mayo de 2022.

 (57) GAVA, Adriel, “Ley de Seguros Comentada” 

(Coautores: Sobrino, Waldo - Gava, Adriel - Cerda, Se-

bastián); T. 2, Tercera Parte: “Ley de Seguros Comenta-

da”, Art.  85 “Seguro de Incendio”, acápite V “El Seguro 

de Todo Riesgo Operativo”, apartado 6.1.3. “Sección III: 

Interrupción del Negocio”, La Ley - Thomson Reuters, 

Buenos Aires, junio de 2023, segunda edición ampliada 

y actualizada, p. 751.

En cambio, si también se contrató el Seguro 
de Interrupción de la Actividad (y teniendo a la 
vista las distintas alternativas que se hubieran 
suscripto), en general la empresa va a cobrar 
los gastos fijos más la facturación que dejó de 
percibir durante el tiempo establecido en el se-
guro (58).

En este caso, también, la no contratación o la 
mala contratación del Seguro de Business Inte-
rruption va a generar responsabilidad legal de los 
directores, dado que un mínimo de diligencia y de 
asesoramiento profesional determina que se trata 
de un seguro imprescindible.

X.6. En el Seguro de Responsabilidad Civil se 
debe estudiar si la cobertura es lo suficientemente 
amplia y completa (v.gr., riesgos cubiertos, sumas 
aseguradas, exclusiones de cobertura, etc.), dado 
que puede existir responsabilidad legal de la em-
presa frente a terceros (arts. 1722, 1757 y 1733 del 
Cód. Civ. y Com.) (59) (60).

Y, en el caso que la póliza del seguro de res-
ponsabilidad civil no sea suficiente, los terceros 
igualmente podrían reclamar a la empresa, en 
exceso de lo que no pague la Compañía de Se-
guros

Aquí se podría dar la paradoja que —incluso— si 
la empresa termina pagando a los terceros damni-
ficados, luego también repita contra los directores 
de su propia empresa por la mala contratación del 
seguro de responsabilidad civil (arts. 59 y 274 de la 
Ley de Sociedades).

XI. Contratación de seguros indispensables 
de la empresa y responsabilidad de los di-
rectores

Todo lo antes expuesto respecto a los seguros in-
dispensables para empresas significa que no solo 
deben ser adquiridos, sino que —de manera fun-
damental— deben ser eficientes en cuanto a las 
sumas aseguradas, coberturas, endosos comple-
mentarios, etc.

Así, cuando se produce un siniestro (por ejem-
plo, como el que estamos analizando), lo primero 
que se hace es recurrir a los seguros indispensa-
bles de las empresas, como son (i) Seguro de Todo 
Riesgo Operativo; (ii) Seguro de Business Interrup-

 (58) VIVANTE, Cesar; “Derecho Comercial”, T. 14, Vol. I 

“Del Contrato de Seguro”, Cap.  II “Del Seguro contra los 

Daños”, acápite nº 442 “¿Se puede aplicar la ‘regla propor-

cional’ a la pérdida del provecho esperado?”, donde anali-

zando el seguro de “Interrupción de Negocios” se enseña 

que “...en el momento en que se contrata este seguro, se 

desconoce cuál habrá de ser el provecho esperado...”. 

Luego se agrega que “...en esa ignorancia del porvenir el 

asegurado no puede tener la intención de reembolsarse 

una parte proporcional del riesgo, porque no sabe cuál 

haya de ser...”, trad. de Santiago Sentís Melendo, Ediar, 

Buenos Aires, 1952, p. 498.

 (59) GALDÓS, Jorge Mario, en “Código Civil y Comercial 

de la Nación Comentado”, Director: Ricardo Luis Lorenzet-

ti, T. VIII, Art.  1757, Rubinzal Culzoni, Santa Fe, julio de 2015, 

ps. 576 y ss.

 (60) PICASSO, Sebastián, en “Código Civil y Comercial 

de la Nación Comentado”, Director: Ricardo Luis Lorenzetti, 

T. VIII, Art.  1733, Rubinzal Culzoni, Santa Fe, julio de 2015, 

ps. 448 y ss.
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tion (Interrupción de la Actividad) y (iii) Seguro de 
Responsabilidad Civil Operativa.

Y reiteramos que la correcta contratación de los 
seguros indispensables de las empresas es una de 
las obligaciones fundamentales de los directores, 
dado que se trata de los instrumentos técnicos per-
tinentes, para la correcta protección de la empresa.

Por ello, en los casos en que se alegue la respon-
sabilidad de los directores por la mala, errónea 
o insuficiente contratación de los seguros funda-
mentales para las empresas, es que va a tener im-
portancia fundamental el análisis del Seguro de 
Directores & Gerentes.

XII. Seguro de Directores & Gerentes

XII.1. En nuestra opinión, el Seguro de Direc-
tores & Gerentes es un seguro indispensable 
para los funcionarios que dirigen las empresas, 
dado que sus actividades les pueden generar 
innumerables responsabilidades legales (61).

Por ello es que nosotros llamamos al Seguro de 
Directores y Gerentes como el seguro de carne y 
hueso...

Ello es así, dado que, en definitiva, la empresa 
suele ser una persona jurídica con su propio pa-
trimonio.

Pero los directores y gerentes son personas hu-
manas que responden en forma ilimitada con todo 
su patrimonio personal.

Es decir, con todo su patrimonio familiar.

Y la experiencia nos indica que muchas veces 
los propios directores no tienen muy en claro las 
grandes responsabilidades legales (art. 59 y 274 de 
la Ley de Sociedades) que se producen por el ejer-
cicio de su cargo.

XII.2. En términos muy generales se puede 
señalar que las principales coberturas del Se-
guro de Directores & Gerentes son: (i)  el pago 
de las indemnizaciones y (ii) los gastos de de-
fensa.

Asimismo también se pueden considerar mu-
chas otras coberturas como: (i) reclamos laborales; 
(ii) multas civiles; (iii) multas penales; (iv) gastos 
de defensa por contaminación; (v)  cobertura re-
troactiva; (vi) período extendido de notificaciones; 
(vii) cobertura de directores retirados; (viii) cober-
tura frente accionistas mayoritarios; (ix) cober-
tura de algunas responsabilidades contractuales; 
(x)  cobertura de los errores profesionales dentro 
de la empresa; (xi) etc.

XII.3. También se debe señalar que el Seguro de 
Directores & Gerentes es uno de los seguros más 
“taylor made” del mercado, dado que (i)  debe 
adaptarse a las necesidades propias del riesgo 
amparado; (ii) se debe analizar todo el wording, 
respecto a las distintas cláusulas y condiciones 
de la póliza; y (iii) en especial, como sucede con 

 (61) SOBRINO, Waldo; “Seguros y el Código Civil y Comer-

cial”, T. II, Capítulo XX “Seguro de ‘Directors & Officers’”, Ed. La 

Ley, abril de 2018, segunda edición actualizada y ampliada, 

ps. 1691 a 1795.

todas las pólizas seguros, se deben estudiar los 
alcances y extensiones de las exclusiones de co-
bertura.

XII.4. Por todo o antes expuesto y teniendo a 
la vista el amplio espectro de responsabilida-
des legales que tienen los funcionarios de em-
presa, deviene imprescindible y fundamental la 
contratación del Seguro de Directores y Geren-
tes (62) (63).

XIII. Mala contratación de seguros + respon-
sabilidad de los directores + Seguros de Di-
rectores & Gerentes

Como analizamos ut supra algunos de los segu-
ros indispensables de empresas son: (i) Seguro de 
Todo Riesgo Operativo; (ii) Seguro de Business In-
terruption (Interrupción de actividades) y (iii) Se-
guro de Responsabilidad Civil.

Respecto a cada uno de estos seguros es que 
brevitatis causae nos remitimos a lo antes desa-
rrollado y reiterando que la mala contratación de 
los seguros puede generar enormes perjuicios eco-
nómicos a la propia empresa, dado que no van a 
poder cobrar del seguro muchos de los perjuicios 
sufridos.

Por ello es que la mala o falta contratación de los 
seguros indispensables las empresas genera una 
responsabilidad legal de los directores frente a la 
propia empresa.

Ello es así, dado que la contratación de seguros 
es una de las funciones que se encuentran den-
tro de las responsabilidades concretas de los 
directores, de manera tal que cuando existe la 
culpa de los funcionarios en dichas cuestiones, 
entendemos que dicha responsabilidad puede 
encontrarse amparada por la póliza de seguros 
de Directores & Gerentes.

XIV. Algunas conclusiones

XIV.1. La explosión e incendio de las empresas 
de Ezeiza que generó daños catastróficos sirve 
como disparador para volver a resaltar la impor-
tancia de los seguros de empresas (64).

XIV.2. Existen tres [3] seguros indispensables 
para las empresas (65) (66), a saber: (i)  Segu-

 (62) SOBRINO, Waldo; “Seguros y el Código Civil y Comer-

cial”, T. II, Capítulo XX “Seguro de ‘Directors & Officers’”, Ed. La 

Ley, abril de 2018, segunda edición actualizada y ampliada, 

ps. 1691 a 1795.

 (63) SOBRINO, Waldo; “Directors & Officers Insurance and 

Covid-19: future exclusions with retroactive application”, en el 

libro “COVID-19 and Insurance” organizado por la Asociación 

Internacional de Derecho de Seguros (AIDA Europe Research 

Series on Insurance Law and Regulation), bajo la Dirección 

de María Luisa Muñoz Paredes, publicado en Springer Nature 

Switzerland, january, 2023.

 (64) SOBRINO, Waldo; “Seguros y el Código Civil y Comer-

cial”, T. II, Cap. XIX “Seguros de Empresas y el Código Civil y 

Comercial”, Ed. La Ley, abril de 2018, segunda edición actua-

lizada y ampliada, ps. 1475 a 1689.

 (65) SOBRINO, Waldo; “Seguros y el Código Civil y Comer-

cial”, T. II, Cap. XIX “Seguros de Empresas y el Código Civil y 

Comercial”, Ed. La Ley, abril de 2018, segunda edición actua-

lizada y ampliada, ps. 1475 a 1689.

 (66) SOBRINO, Waldo; “Contratos, Consumidores y 

ro de Todo Riesgo Operativo (67); (ii) Seguro de 
Business Interruption (Interrupción de la Activi-
dad) (68) y (iii) Seguro de Responsabilidad Civil 
Operativa.

XIV.3. La correcta contratación de los seguros 
de las empresas es una de las obligaciones 
principales que tienen los directores frente a 
las empresas que prestan sus funciones.

XIV.4. La mala contratación de los seguros de 
empresas genera la responsabilidad legal de los 
directores (arts. 59 y 274 de la Ley de Socieda-
des) con relación a la empresa donde prestan 
sus servicios.

XIV.5. El Seguro de Directores y Gerentes, 
que ampara los yerros de los funcionarios en 
el ejercicio de sus funciones, brinda cobertu-
ra a los directores frente a la propia empresa, 
por los daños padecidos como consecuencia de 
la mala contratación de seguros de la empre-
sa (69).

Cita on line: TR LA LEY AR/DOC/3053/2025
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res: Sobrino, Waldo - Gava, Adriel - Cerda, Sebastián); T. 2, 
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“Todo Riesgo” (All Risk)”, La Ley - Thomson Reuters, Buenos 

Aires, junio de 2023, segunda edición ampliada y actualiza-

da, ps. 505 y ss.
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gocio”, publicado en El Derecho con fecha 16 de agosto 

de 2022.
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Ley, abril de 2018, segunda edición actualizada y ampliada, 
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Columna de opinión

A propósito del abuso de la figura 
del fideicomiso en los desarrollos 
inmobiliarios

Juan A. Seitún
Abogado (UCA). Exprofesor de Derecho Privado en la Carrera de Administración de Empresas 
(UCA). Ha participado en diversos Congresos y Jornadas sobre la materia.

El muy buen artículo de los Dres. Zanniti y Ama-
ya publicado en La Ley (1) me permite agregar 
algunas reflexiones que en nada lo contradicen, 
dado que encuentro sumamente acertadas sus 
principales conclusiones, las que podrían ser resu-
midas en tres ejes principales:

-Resaltar la utilidad del fideicomiso como herra-
mienta jurídica del desarrollo inmobiliario;

-Destacar la necesidad de conocer la trayectoria 
del desarrollador;

-Asesorarse a efectos de entender cabalmente lo 
que se suscribe.

En este sentido, no se trata de ahondar en el 
complejo contrato de fideicomiso, tarea que resul-
taría compleja para un inversor normal, sino en 
puntualizar que más vale asesorarse y conocer 
con quién se está contratando, tema que es impor-
tante en cualquier relación jurídica, pero mucho 
más en este caso donde, en esencia, está en juego 
la confianza que se deposita en la contraparte.

No otra cosa —mas allá de su complejidad jurídi-
ca— es el contrato de fideicomiso, un “trust” (confian-
za), fideicomiso, comisión —mandato— en confianza.

Las reflexiones que suscita el artículo no refie-
ren entonces a estos aspectos centrales del fideico-
miso (2), sino más bien a la casuística que deviene 
en el transcurrir de este tipo de desarrollos que, 
por otra parte, no parece ser exclusiva del fidei-
comiso, sino que refiere a cuestiones que pueden 
ocurrir en las relaciones jurídicas en general. En 
tal sentido, no son ajenas las complicaciones jurí-
dicas (cuando no estafas) bajo boletos de compra-

Especial para La Ley. Derechos reservados (ley 11.723).

 (1) ZANNITI, Oscar F. - AMAYA, Camila L, “El abuso de la 

figura del fideicomiso en los desarrollos inmobiliarios”, TR 

LALEY AR/DOC/2812/2025.

 (2) Sobre las que tuve oportunidad de explayarme en SEITÚN, 

Juan A., “¿Es el fideicomiso un contrato consensual?, ED, 223-766.

venta o directamente con escrituras de dominio 
fraguadas.

De hecho, las señaladas complicaciones eco-
nómicas citadas en el devenir de un contrato de 
fideicomiso, vehiculizando un consorcio al cos-
to, por ejemplo; la distorsión entre el poder ad-
quisitivo del salario y la cuota de ajuste según el 
índice elaborado por la Cámara Argentina de la 
Construcción (CAC); o el aumento del costo de la 
construcciones en dólares con un tipo de cambio 
“planchado”, no son diferentes de las que se pro-
ducen en los créditos hipotecarios con ajuste por 
inflación a través de la Unidad de Valor Adquisiti-
vo (UVA) o en un boleto de compraventa donde se 
difiere y ajusta el valor definitivo a saldar.

Análoga cuestión ocurre cuando se analiza qué 
parte del contrato deba soportar este álea. Se asu-
me en el caso que en el desarrollo inmobiliario al 
costo, vehiculizado por fideicomiso, existe un “em-
prendimiento empresario” en el que ambas partes 
deben soportar el riesgo; este razonamiento no se-
ría aplicable a una hipoteca en UVA o a un boleto 
de compraventa, y tampoco lo es de por sí porque 
exista un contrato de fideicomiso sin analizar cuál 
es la relación jurídica subyacente al fideicomiso.

“A verdad sabida y a buena fe guardada”, ¿qué 
razonamiento permite responsabilizar a un man-
datario que cobra un honorario fijo por las distor-
siones entre el salario y la CAC o en el valor del 
dólar? ¿Por qué sería responsable el banco que 
otorgó un crédito hipotecario con ajuste UVA o un 
vendedor por boleto que ajustó las cuotas por CAC?

En diversas relaciones jurídicas existe un even-
tual “traslado absoluto del riesgo”: ello no es ilegal ni 
tampoco es consustancial al fideicomiso. La esencia 
del desarrollo al costo es en sí mismo que una par-
te asume el riesgo de las diferencias de valor, sean 
estas positivas o negativas. Es decir, si el inmueble 
sube de valor respecto del costo asumido, entonces 
el desarrollador no se beneficia de esta utilidad; y si 
existe una distorsión entre salario y cuota, tampoco 
tiene por qué el desarrollador asumirla.

Por cierto, distinto es el caso de errores de ges-
tión, accidentes o imprevistos, (sin mencionar el 
dolo, por cierto), pero ello tiene relación, justa-
mente, con los antecedentes del desarrollador y su 
idoneidad para presupuestar el costo; y es por ello 
que resulta esencial conocer sus antecedentes. Una 
vez superado ese filtro y controlada la rendición de 
cuentas —esencial al fideicomiso—, nada permite 
derivar de allí una inconsistencia en la distribución 
del riesgo. Desde siempre se ha distinguido en doc-
trina entre obligaciones de medio y de resultado (3); 
y son convenciones legales y correctas.

A mi modo de ver no solo es legal, sino que tam-
bién es posible identificar una relación jurídica al 
costo con “riesgo cero” para el desarrollador, por 
dos motivos. En primer lugar, porque no es tal el 
riesgo cero, dado que siempre estará en juego el 
prestigio del desarrollador y su consecuente posi-
bilidad de replicar el negocio, lo que depende jus-
tamente de su idoneidad y de la buena fe en la que 
se plantea el negocio. En segundo lugar, porque 
el quid pro quo es claro y transparente cuando el 
desarrollador cobra un honorario fijo no atado al 
álea del negocio, sea este negativo o positivo. Esto 
implica que quien asume todo el riesgo asume 
también todo el beneficio.

Existen diversos argumentos adicionales en este 
sentido basados estrictamente en el análisis del con-
trato de fideicomiso, pero no se trata de ello en el artí-
culo bajo análisis que bien caracteriza la figura como 
“valiosa y legítima” cuando se utiliza de buena fe. Y, 
como bien se destaca, la simple adhesión sin conocer 
el contrato que regula la relación no será una buena 
instrumentación si realmente estamos ante una re-
lación jurídica entre pares correctamente planteada.

Cita on line: TR LA LEY AR/DOC/3052/2025

 (3) Véase, por todos, ALTERINI, Atilio A. - AMEAL, Oscar 

J. - LÓPEZ CABANA, Roberto, “Derecho de Obligaciones Ci-

viles y Comerciales”, Ed. Abeledo Perrot, Bs. As., 2009, 4ª ed., 

ps. 580-587.

Nota a fallo

USO DE LA INTELIGENCIA 
ARTIFICIAL

Nulidad de la sentencia condenatoria. 
Valoración de la prueba mediante IA ge-

nerativa. Fundamento dogmático de la 
sentencia. 

1. —	 La sentencia condenatoria dictada contra 
el acusado por el delito de robo simple 

debe ser anulada, porque el juez utilizó 
inteligencia artificial generativa para fun-
damentar la resolución sobre la validez de 
pruebas centrales sin dejar constancia su-
ficiente del alcance, método y supervisión 
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de dicha herramienta, lo que impide con-
trolar la trazabilidad del razonamiento, vul-
nera el principio de juez natural, la garantía 
de fundamentación, el debido proceso y la 
defensa en juicio, y genera una motivación 
que debe ser equiparada a una respuesta 
meramente dogmática incompatible con 
los estándares constitucionales y legales 
aplicables.

2. —	 El uso estratégico y responsable de la 
inteligencia artificial en el sector públi-
co necesita prever mecanismos para 
vigilar el impacto social y económico 
de dichos sistemas y el deber de los 
Estados de reforzar la capacidad del 
Poder Judicial para adoptar decisiones 
relacionadas con IA, particularmente en 
lo relativo a la protección de los dere-
chos humanos, el estado de derecho, 
la independencia judicial y el principio 
de supervisión humana, así como la 
fiabilidad de esos sistemas, su orienta-
ción al interés público y centrados en el 
ser humano.

3. —	 El desafío al que nos enfrentamos, de los 
algoritmos y de procesos de automatiza-
ción aplicados a los sistemas de Justicia, 
merece un tratamiento interdisciplinario y 
sobre todo humanístico, ya que las máqui-
nas y todos los sistemas complejos tec-
nológicos no poseen la experiencia ni las 
emociones de los seres humanos.

4. —	 El reto de la Inteligencia Artificial aplicada 
a la Justicia es utilizarla para mejorar la 
eficiencia y la eficacia de los procesos ju-
diciales, promoviendo que esa integración 
tecnológica mejore la calidad de gestión 
judicial. Sin embargo, las garantías y dere-
chos humanos deben estar más que pre-
sentes, para que los justiciables puedan 
gozar de la satisfacción concreta de sus 
demandas sociales.

5. —	 La argumentación jurídica, en la era de la 
inteligencia artificial, deberá basarse en un 
razonamiento lógico e integrado, capaz de 
comprender la normativa jurídica, la trama 
social compleja, pero también, el lenguaje 

natural y el fenómeno tecnológico. El de-
sarrollo de todo el avance científico — IA, 
Big Data, Blockchain— impone la compo-
sición de esas normas jurídicas a dicha 
realidad tecnológica, que debe realizarse 
respetando normas éticas, con transpa-
rencia, coherencia, equilibrio, y sobre todo, 
promoviendo los ideales republicanos y 
democráticos, para lo cual resulta trascen-
dental la capacitación de los operadores 
judiciales.

CPenal, Esquel, 15/10/2025. - Provincia del 
Chubut c. P. R. A.

[Cita on line: TR LALEY AR/JUR/107794/2025]
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I. Parte A. El espejo de la necesidad

I.1. Cambio de paradigma y aislamiento discipli-
nar

La irrupción de la inteligencia artificial es 
una ruptura radical. No es un avance más en 
el proceso de la automatización y el desarro-
llo tecnológico, sino una fuerza que rediseña 
el mecanismo de toma de decisiones y, desde 
luego, la producción de conocimiento. En me-
dicina, se la ha descrito como un “momento 
Gutenberg”, un punto de inflexión comparable 
al impacto que tuvo la imprenta en la disemi-
nación del saber.

Sin embargo, esta revolución no se distribuye 
de manera homogénea. Impacta de forma asi-

métrica en los distintos ámbitos disciplinares. 
Ello se explica por la respuesta actitudinal muy 
diferente de los distintos ámbitos científicos 
frente a la innovación. La medicina ha interna-
lizado la IA como instrumento esencial; el De-
recho, en cambio, la mira de soslayo, con más 
prejuicios que ningún otro campo del saber. 
Mientras los médicos incorporan algoritmos en 
la práctica diaria para diagnosticar, predecir y 
curar, los abogados discutimos en clave filosó-
fica o distópica. Nuestras preguntas se pierden 
en la abstracción: si la máquina “comprende” 
la ratio decidendi, si amenaza con reemplazar 
la jurisdicción del juez, si puede “argumentar” 
o si posee algo parecido a un criterio jurídico 
trazable.

Este contraste revela cierta miopía epistemoló-
gica que limita la visión del Derecho. El debate 
jurídico actual se repliega sobre sí mismo, atra-
pado en su propio ensimismamiento disciplinar 
que lleva a ocupar tiempo en discusiones abstrac-
tas —a menudo defensivas de la propia reserva 
de mercado profesional— mientras se desatiende 
el contexto tangible y real en el que la IA ya opera 
en ámbitos tan sensibles como la salud humana. 

Cuando el Derecho pierde de perspectiva, lo que 
está pasando en otros campos del conocimiento 
con respecto al empleo de herramientas tecno-
lógicas tiende a creer que en ellos se discute lo 
mismo o se reacciona del mismo modo. Nada más 
alejado de la realidad. Y nada menos útil para el 
avance efectivo de nuestra propia disciplina.

Este trabajo tiene dos partes.

El propósito de la primera (A) es recurrir a la 
experiencia médica básica como espejo crítico, 
a modo de un contraste epistemológico brutal: 
mostrar cómo la medicina —un campo de alto 
riesgo y validación empírica— ha integrado es-
tratégicamente a la IA en su práctica cotidiana 
y cómo el modo en que lo hace confronta con la 
inercia del debate jurídico. La medicina nos in-
terpela con un mensaje incómodo: mientras ella 
avanza hacia una práctica más precisa, empática 
y predictiva, el Derecho sigue entrampado en dis-
quisiciones que lo mantienen inmóvil o, al me-
nos, sin avances relevantes.

En la segunda parte (B), el análisis se desplaza-
rá del espejo médico al terreno jurídico mismo. Especial para La Ley. Derechos reservados (ley 11.723).
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Iremos a un caso testigo de lo anterior y a ciertos 
planteos allí formulados que ponen en evidencia 
cómo el Derecho, al exigir una trazabilidad for-
mal imposible, bloquea la innovación que debe-
ría favorecer.

I.2. Medicina: La revolución pragmática del so-
cio cognitivo

La medicina no discute la IA como una hipóte-
sis futura: la ha integrado como socio cognitivo 
indispensable. No la concibe como sustituto mé-
dico ni se la teme como reemplazo. Se la adopta 
como el nuevo estándar operativo que redefine 
la precisión diagnóstica, reconfigura la relación 
clínica y transforma el modelo mismo de aten-
ción. Es la herramienta que permite gestionar 
una complejidad que ya había desbordado la ca-
pacidad humana individual.

I.2.a. El nuevo estándar de cuidado: Precisión y 
responsabilidad

El primer impacto de la IA en la medicina 
no es la eficiencia, sino la precisión. Es un sal-
to cualitativo, no cuantitativo. Los algoritmos 
de aprendizaje han demostrado una capacidad 
diagnóstica que rivaliza con la del especialista 
humano y, en áreas concretas, la supera de for-
ma incontestable.

En dermatología sistemas entrenados con mi-
llones de imágenes clasifican melanomas con un 
nivel de acierto comparable al del mejor clínico, 
pero lo hacen instantáneamente. En oftalmolo-
gía la detección de retinopatía diabética —una 
de las principales causas de ceguera— alcanza 
tasas de precisión superiores a las de los espe-
cialistas, detectando microaneurismas que un 
humano pasaría por alto. En el cribado de cán-
cer de mama la asistencia algorítmica ha incre-
mentado sensiblemente la detección temprana 
de tumores malignos, diferenciando patrones 
tisulares sutiles.

Este salto no es accesorio: establece un piso 
de calidad ineludible que redefine el estándar 
de cuidado. En un futuro inmediato omitir la 
asistencia de una IA para leer una radiografía 
compleja o un estudio histopatológico podría 
considerarse negligencia. La máquina no solo 
“ayuda”: establece un piso de calidad que obliga 
a replantear la práctica. Ya no se trata de la opi-
nión de un médico; se trata de la opinión de un 
médico asistido por el conocimiento condensado 
de millones de casos.

Más aún, la IA revela patrones invisibles para 
el ojo humano. Un electrocardiograma que un 
cardiólogo experto interpretaría como normal 
puede contener, para el algoritmo, señales su-
tiles, patrones de baja frecuencia que predicen 
una insuficiencia cardíaca futura o una arritmia 
fatal inminente. El diagnóstico deja de ser reac-
tivo (curar el síntoma) para volverse predictivo 
(evitar la crisis).

Finalmente, la IA reduce la variabilidad que 
históricamente ha marcado la atención médica. 
Al estandarizar el análisis radiológico o histo-
patológico al nivel del máximo experto global, 
elimina una de las principales fuentes de in-
equidad: la diferencia abismal entre un hos-
pital rural y un centro de alta complejidad. La 

precisión se convierte así en un acto de justicia 
sanitaria.

No vamos a describir todo lo que sucede ac-
tualmente en la medicina. Tampoco es necesario 
siquiera que citemos fuentes. Lo único que sí nos 
parece relevante referenciar es que, en el mar-
co de un programa específico sobre el uso de IA 
para el cuidado de la salud, la Facultad de Medi-
cina de Harvard señala:

“50%. Reducción prevista de los costos de tra-
tamiento al utilizar la IA para los diagnósticos

40%. Mejora prevista de los resultados sanita-
rios al utilizar la IA en los diagnósticos

$187.9 USD Bn. El mercado estimado para la IA 
en la asistencia sanitaria en 2030” (1).

No hay mucho más para agregar. ¿O sí? Un mun-
do de innovación médica que raya con la ciencia 
ficción está a un clic de distancia para quienes 
decidan despertar su inquietud (y profundizar el 
contraste con nuestra disciplina).

I.2.b. La paradoja de la rehumanización

Mientras el Derecho teme que la IA deshuma-
nice la justicia al introducir un elemento “no 
humano” en el proceso, la medicina la utiliza 
para devolver humanidad a la práctica clínica. El 
concepto clave es el de Inteligencia Aumentada 
(IAu): la suma simbiótica de inteligencia humana 
más inteligencia artificial.

El objetivo no es reemplazar al médico, sino li-
berarlo y potenciarlo. La IA le devuelve al médico 
lo más valioso y escaso: el tiempo. El tiempo para 
construir la relación clínica. Permite que el pro-
fesional concentre su energía en lo que ninguna 
máquina puede replicar: la empatía, la escucha 
activa, la comunicación de un diagnóstico difícil, 
el juicio clínico en contextos de incertidumbre y 
el acompañamiento en la deliberación sobre va-
lores en conflicto. La IA hace el trabajo técnico, 
liberando al humano para que valide y dedique 
mayor tiempo a aquello que es intrínsicamente 
humano.

I.2.c. De lo episódico a lo predictivo

La IA está alterando el modelo mismo de aten-
ción sanitaria, modificando el paradigma episó-
dico que ha definido a la medicina occidental: 
visitar al médico cada cierto tiempo, o cuando 
el síntoma ya es insoportable. Ese modelo cede 
paso a un paradigma continuo, personalizado y 
predictivo.

La historia clínica del futuro será una historia 
clínica viva, un flujo de datos (streaming) conec-
tado en tiempo real con dispositivos portátiles 
(wearables) que registran sueño, actividad físi-
ca, glucosa, variabilidad cardíaca o saturación 
de oxígeno. La IA, monitorizando estos flujos, no 
esperará al colapso (al infarto, al ACV, al coma 
diabético): anticipará complicaciones y recomen-
dará ajustes micro-conductuales antes de que se 
produzca la crisis.

 (1) https://execonline.hms.harvard.edu/inteligencia-artifi-

cial-cuidado-salud.

Este modelo transforma al paciente en un ciuda-
dano monitorizado, cuya salud se gestiona proac-
tivamente. La frontera entre bienestar y cuidado 
clínico se difumina, y la medicina se convierte 
en un ejercicio de prevención continua. Esto, por 
supuesto, abre enormes desafíos éticos y legales 
(privacidad, propiedad del dato, soberanía corpo-
ral), pero la medicina los está debatiendo desde 
la práctica, no desde la especulación abstracta. Y, 
desde luego, los resuelve.

I.2.d. Gobernar la complejidad inabarcable

La medicina contemporánea es víctima de 
su propio éxito. Enfrenta un volumen de da-
tos —genómicos, proteómicos, moleculares, de 
imagenología— que se duplica en pocos meses. 
Ningún profesional ni un equipo de ellos puede 
absorber semejante avalancha de información. 
La IA es la única herramienta capaz de proce-
sarla y convertirla en conocimiento clínico uti-
lizable.

Proyectos como AlphaFold, que predicen la 
estructura tridimensional de proteínas y ácidos 
nucleicos a partir de su secuencia, no son solo 
un avance: están revolucionando la biología 
fundamental y acelerando el descubrimiento de 
fármacos a una velocidad impensada. Este cam-
bio no es incremental: altera el método científico 
mismo. El esquema clásico de hipótesis y experi-
mento es desplazado hacia un modelo de descu-
brimiento basado en patrones revelados por la 
máquina (data-driven science) y luego interpre-
tados por el humano.

La IA hace posible la verdadera medicina de 
precisión: tratamientos diseñados no para “el 
paciente promedio” (que estadísticamente no 
existe), sino a partir de la combinación única de 
datos genómicos, moleculares y de estilo de vida 
de un individuo, con el objetivo de maximizar 
eficacia y minimizar efectos adversos.

En este contexto la IA no es un accesorio ni una 
opción. Es la condición de posibilidad de la medi-
cina contemporánea (2).

I.3. La inercia jurídica: abstracción y miedo al 
reemplazo

Frente a esta revolución pragmática, veloz y 
vital, el debate jurídico sobre la IA se revela su-
perficial, hermético y extrañamente anacróni-
co —cumpliendo su sesgo de pretender encasillar 
lo nuevo en los moldes conceptuales conocidos y 

 (2) Mientras que el Derecho aburre con discusiones sobre 

si la IA puede “comprender” la justicia o si su opacidad es 

una afrenta al debido proceso, la medicina opera bajo un im-

perativo moral y demográfico ineludible. El Foro Económico 

Mundial subraya que la IA se presenta como la única herra-

mienta viable para cerrar la brecha global de 4.500 millones 

de personas sin servicios sanitarios esenciales y mitigar la 

escasez proyectada de 11 millones de trabajadores de salud 

para 2030. En este contexto, la tecnología no es una opción 

filosófica, sino un medio urgente para impulsar la medicina 

de precisión y alcanzar objetivos de justicia sanitaria y uni-

versalidad. El desfase, por tanto, se mide en vidas y en la 

viabilidad de los sistemas globales. “WEF: Seis cambios en 

la atención sanitaria gracias a la inteligencia artificial”: https://

investinlatam.org/wef-seis-cambios-en-la-atencion-sanita-

ria-gracias-a-la-inteligencia-artificial/.
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pensados para una realidad distinta—. Allí don-
de la medicina integra sin cuestionar, el Derecho 
se enreda en dilemas filosóficos sobre la “traza-
bilidad” del razonamiento. El contraste se mani-
fiesta en dos planos:

Primero, la opacidad. La medicina enfrentó 
la “caja negra” algorítmica como un proble-
ma de seguridad del paciente. Si un modelo es 
opaco, pero altamente preciso, se lo utiliza; si 
la opacidad genera riesgos (por ejemplo, al no 
poder explicar por qué sugiere un tratamiento 
radical), se desarrollan métodos de explicabili-
dad o se prefiere sacrificar algo de precisión a 
cambio de transparencia, porque la confianza 
clínica lo exige. El Derecho, en cambio, con-
vierte la “caja negra” en un debate ontológico: 
¿puede la IA razonar?, ¿puede comprender la 
justicia?, ¿es su opacidad una afrenta al debido 
proceso? Son preguntas intelectualmente váli-
das, pero operativamente estériles. Este encie-
rro hermenéutico lo mantiene girando sobre sí 
mismo.

Segundo, la adaptación. La medicina asumió 
que la adaptación no es opcional: el médico que 
no aprenda a trabajar con IA quedará obsoleto, 
no porque la IA lo reemplace, sino porque será 
reemplazado por un colega que sí la utilice. El 
Derecho, en cambio, permanece en una postura 
defensiva, teñida por el miedo al reemplazo (3) 
y la nostalgia por el monopolio de la interpreta-
ción. Su apego estructural a la tradición herme-
néutica —la exégesis del texto, la interpretación 
de la ley— lo vuelve estructuralmente más resis-
tente a una tecnología que no interpreta el sen-
tido (como un humano), sino que correlaciona 
patrones (como una red estadística). Este aisla-
miento cognitivo amenaza con volverlo irrele-
vante frente a la magnitud de la transformación 
en curso.

En conjunto, estos planos revelan la magnitud 
del desfase. Mientras la medicina avanza en cla-
ve pragmática, calibrando riesgos y beneficios en 
tiempo real, el Derecho se repliega en un laberin-
to de abstracciones que lo aíslan de la transfor-
mación verdadera.

I.4. El espejo como diagnóstico

La medicina, enfrentada a riesgos vitales y a 
una complejidad inabarcable, no tuvo margen 
para la especulación: adoptó la IA como socio 
pragmático, redefinió su estándar de cuidado y, 
paradójicamente, la utilizó para rehumanizar 

 (3) Temor que pierde sustento si se comprende un prin-

cipio fundamental en la aplicación de la IA en el sistema 

judicial: la garantía de “intervención y supervisión humanas”. 

Este requisito, necesario para poner a la persona en el centro 

del sistema de justicia, se concreta en tres elementos esen-

ciales: “participación humana (human-in-the-loop), supervi-

sión humana (human-on-the-loop) y control humano (hu-

man-in-command)”. Estos mecanismos son necesarios para 

que los humanos mantengan la capacidad final de toma de 

decisiones, lo que garantiza el juicio crítico y la experiencia 

humana sobre la eficiencia algorítmica, especialmente en 

aplicaciones sensibles como la justicia. DELGADO MARTÍN, 

Joaquín, “Decálogo para la humanización de la aplicación 

de la inteligencia artificial (IA) en la justicia”, p. 5, Asociación 

Profesional de la Magistratura de Madrid (https://magistratu-

ra.es/area-privada/apm-3-9/).

la práctica clínica. La IA no fue concebida como 
amenaza ontológica, sino como condición de po-
sibilidad para sostener la precisión, la equidad y 
la continuidad de la atención.

El espejo médico revela así el diagnóstico: el 
Derecho sufre de miopía epistemológica que lo 
conduce a la irrelevancia si no rompe sus defen-
sas corporativas y asume la alfabetización de 
datos como competencia central. La lección del 
espejo es clara: no se trata de especular sobre la 
naturaleza de la máquina, sino de gobernar su 
integración con criterios de seguridad, equidad y 
responsabilidad.

II. Parte B. La trampa formal de la trazabili-
dad

II.1. La ansiedad institucional del gesto simbó-
lico

La exigencia de “trazabilidad” se ha conver-
tido en un mantra judicial y académico. Fallos 
recientes, como el de la Cámara en lo Penal de 
Esquel (4), han señalado la “falta de fundamen-
tación y trazabilidad” como déficit de validez 
en las decisiones asistidas por IA. La fórmula se 
repite en congresos, dictámenes y proyectos nor-
mativos: sin trazabilidad, no hay legitimidad; sin 
un rastro auditable, no hay debido proceso.

Pero conviene detenerse: ¿qué significa exac-
tamente “trazabilidad” en este contexto? En el 
plano técnico e industrial, el término remite a la 
posibilidad de reconstruir el origen y el recorri-
do de un producto. En la industria alimentaria 
permite rastrear un lote de carne hasta el frigo-
rífico de origen; en la farmacéutica, seguir un 
medicamento desde la síntesis química hasta la 
farmacia. Es un concepto propio de la logística y 
la producción en serie.

El Derecho, al importar esa noción, supone que 
también es posible —y necesario— reconstruir 
paso a paso, de forma lineal y causal, cómo una 
IA llega a un resultado (sea un borrador de sen-
tencia, un cálculo de pena, una liquidación o un 
análisis comparativo de criterio jurisprudencia-
les). Sin embargo, esa traslación es problemática 
y epistemológicamente ingenua. La IA generati-
va no funciona como una cadena lineal de pro-
ducción, sino como un entramado estadístico y 
probabilístico.

La insistencia en la trazabilidad responde a una 
profunda ansiedad institucional. Es la necesidad 
de mostrar control frente a una herramienta que 
amenaza con desbordar la lógica tradicional de 
fundamentación. La fundamentación de la sen-
tencia no es solo una garantía para el justiciable; 
es la fuente misma de la legitimidad judicial. Bajo 
esta mirada: si esa fundamentación se vuelve 
opaca, el imperium del juez se tambalea. La exi-
gencia de trazabilidad se convierte, entonces, en 
un gesto simbólico, una liturgia para tranquilizar 
al sistema, más que en una garantía real. Se invo-
ca para mostrar control, pero no resuelve nada.

En síntesis, la trazabilidad en su formulación 
actual es un mito. Una ilusión formal que preten-

 (4) CPenal Esquel, “Provincia del Chubut c. P.R.A.” (Legajo 

Fiscal Nº 59.560), 15/10/2025.

de auditar un proceso creativo híbrido —huma-
no y algorítmico— que no puede reconstruirse 
linealmente. El resultado es paradójico: en nom-
bre de la transparencia, se impone un estándar 
inalcanzable que bloquea la innovación y deja 
intactos los verdaderos riesgos.

Lo planteado adquiere particular relevancia 
cuando se analiza cómo el concepto de “tra-
zabilidad” comenzó a ser interpretado en la 
práctica judicial. El reciente fallo de la Cámara 
Penal de Esquel, en el caso “Provincia del Chu-
but c. P.R.A.” (15/10/2025), nos ofrece un gran 
ejemplo.

II.2. El caso “Provincia del Chubut c. P.R.A.”

El fallo mencionado, ya suficientemente co-
mentado, introduce por primera vez en el ámbi-
to judicial una conceptualización explícita del 
término “trazabilidad” aplicado al uso de IA en 
la función jurisdiccional. En el voto principal 
se sostuvo que: “La circunstancia de no dejar 
constancia del uso de la herramienta y a qué 
fines, impide controlar cuál ha sido el grado de 
asistencia requerida y, con ello, el control de 
las partes en cuanto a la trazabilidad del razo-
namiento del magistrado. También se presenta 
como un obstáculo para este Tribunal al exami-
nar la corrección de la sentencia, en todos sus 
aspectos, en especial con relación a la funda-
mentación de esta”.

Y más adelante se agrega: “Ha quedado demos-
trado que no contiene ninguna referencia del uso 
de la IA, y ante el desconocimiento absoluto de 
cuál fue la instrucción que le fuera dada al asis-
tente, entre otras cuestiones, se desprende [...] la 
imposibilidad de controlar la trazabilidad del ra-
zonamiento del sentenciante”.

A partir de ello, puede advertirse que la Cá-
mara utiliza el concepto de trazabilidad como 
la posibilidad de reconstruir el proceso mental 
del juez en su interacción con la herramienta de 
IA, incluyendo —de modo expreso o implícito— 
la consignación del prompt utilizado, el propó-
sito de la asistencia y el grado de dependencia 
de la respuesta obtenida. Bajo este enfoque, la 
trazabilidad asume el rol de ser condición de 
validez de la sentencia: su ausencia no solo im-
pide controlar la decisión en sede recursiva, 
sino que afecta el derecho de defensa, al privar 
a las partes de conocer el itinerario racional 
que condujo al fallo.

Esta construcción amplía el sentido norma-
tivo del Acuerdo Plenario 5435/2025 del Supe-
rior Tribunal de Justicia del Chubut, en el que 
la Cámara afirma basarse. Dicho Acuerdo —que 
aprueba las Directivas para el uso ético y respon-
sable de inteligencia artificial generativa— no 
impone expresamente la obligación de conser-
var los prompts ni de documentar exhaustiva-
mente cada instancia de interacción, sino que se 
centra en asegurar el control humano, la valida-
ción obligatoria de los resultados y la supervi-
sión permanente del operador judicial. Es decir, 
promueve una trazabilidad sustantiva, fundada 
en el ejercicio de juicio crítico y responsabilidad 
intelectual del magistrado, y no una trazabili-
dad formal o documental de cada paso del pro-
ceso de co-creación (consecuencia de la sinergia 
humano-máquina).
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La lectura que realiza la Cámara, al transfor-
mar la noción de trazabilidad en una exigencia 
de registro minucioso del diálogo entre juez e IA, 
desplaza el foco del control humano al control 
burocrático, confundiendo transparencia posi-
ble con auditabilidad absoluta (e imposible). De 
este modo el fallo inaugura una interpretación 
maximalista que, aunque bien intencionada en 
su búsqueda de garantías, termina reclamando 
una formalidad sin chances de ser cumplida en 
la práctica.

En definitiva, el caso expone cómo la búsque-
da de control puede derivar en una comprensión 
distorsionada del fenómeno de la IA. La trazabi-
lidad, concebida como registro lineal del razo-
namiento, se convierte en una exigencia técnica 
irrealizable que contradice la naturaleza del co-
nocimiento humano y del modo en que la IA asis-
te a su expansión. Comprender esa diferencia de 
esencia —entre el razonamiento humano y fun-
cionamiento algorítmico— es el paso siguiente 
para abordar con precisión el tema.

II.3. La bicicleta y el saber distribuido

Comprender el punto exige entender cómo co-
noce la IA y en qué difiere de la cognición huma-
na. No es una memoria literal ni un archivo de 
datos: su lógica es otra. Para ilustrarlo, utilizare-
mos una analogía tan cotidiana como revelado-
ra: la de una bicicleta (5).

II.3.a. El conocimiento humano

Cuando pensamos en una bicicleta, no abrimos 
un archivo mental “BICICLETA.txt”. Lo que ocu-
rre es mucho más complejo: se activa una red 
distribuida de memorias sensoriales (el sonido 
de la cadena, la brisa en el rostro), conocimien-
to motor (el equilibrio dinámico, la coordinación 
de brazos y piernas), conceptos abstractos (trans-
porte, libertad, deporte), asociaciones emocio-
nales (la euforia de aprender, el miedo a caer) y 
saber técnico (engranajes, frenos, neumáticos). 
Este conocimiento no es una lista de hechos; es 
un saber tácito, un tejido dinámico de experien-
cias encarnadas, habilidades y asociaciones que 
se activan simultáneamente. Describir una bici-
cleta no es “leer” una definición, sino revivir y 
sintetizar una multitud de experiencias interco-
nectadas.

Ese saber está distribuido en millones de co-
nexiones neuronales. No hay un “módulo de 
equilibrio” aislado; la habilidad emerge de la in-
teracción de elementos simples. Si le pidiéramos 
al ciclista más experto del mundo que describa 
exacta y causalmente la secuencia de micro-con-
tracciones musculares y ajustes vestibulares que 
le permiten mantener el equilibrio, sería inca-
paz. No puede “trazar” su habilidad. Simplemen-
te, sabe.

Esta distribución confiere propiedades esen-
ciales:

-Solidez: tolerancia a fallos; el conocimiento no 
se pierde por completo ante daños localizados.

 (5) DI CHIAZZA, Iván G. - PASTORE, José I., “Inteligencia 

Artificial en la Práctica Jurídica”, Rubinzal Culzoni, Santa Fe, 

2025.

-Flexibilidad y generalización: aplicar lo apren-
dido a contextos nuevos (bicicleta de montaña vs. 
de carrera).

-Integración y asociación: conexión natural 
con otros conceptos (coche, correr, naturaleza).

-Emergencia de habilidades complejas: equi-
librio dinámico, creatividad para diseñar ru-
tas.

II.3.b. La revolución de los modelos de IA

Los modelos de IA modernos operan con una 
lógica distribuida análoga, aunque sin corpo-
reidad ni intención. Cuando la IA “piensa” en 
bicicletas, no consulta un diccionario: activa 
patrones numéricos distribuidos en millones 
(o miles de millones) de parámetros. Estos pa-
trones se representan como vectores en un es-
pacio multidimensional (embeddings), donde 
la proximidad refleja afinidad semántica. Así, 
“bicicleta” se ubica cerca de “pedal” o “vehícu-
lo” y puede asociarse con “libertad” o “infan-
cia” si los datos de entrenamiento (la totalidad 
de la cultura humana digitalizada) lo sostienen. 
La IA no razona sobre el mundo; opera sobre 
distancias y direcciones en un gigantesco mapa 
estadístico del lenguaje.

La calidad y cantidad de los datos de entrena-
miento son la base del “conocimiento” de la IA. 
En última instancia, el “saber” de la IA es una 
destilación estadística de los patrones presentes 
en sus datos. No hay una verdad inherente. Com-
prender que la IA no opera con certezas, sino 
con probabilidades; es la base para saber cómo 
preguntarle y cómo auditar sus respuestas. Esta-
mos tratando con un sistema fundamentalmente 
probabilístico y no lógico-deductivo. Esa la clave 
para usarlo con eficacia y, sobre todo, con segu-
ridad (6).

II.3.c. La problemática de la memorización

Aquí la bicicleta vuelve a ser útil. Los hu-
manos no recordamos cada bicicleta vista a 
lo largo de nuestra vida ni cada conversación 
palabra por palabra; abstraemos patrones (el 
concepto de bicicleta) y olvidamos detalles. La 
IA, de igual modo, no guarda copias literales 
de los textos de entrenamiento. No es una base 
de datos. Aprende patrones estadísticos sobre 
cómo se habla de bicicletas (o de contratos, 
sentencias, doctrinas). Puede generar respues-
tas coherentes sin haber visto nunca ese texto 
exacto (7).

 (6) DI CHIAZZA, Iván G. - PASTORE, José I., “Inteligencia 

Artificial en la Práctica Jurídica”, ob. cit.

 (7) “La IA actual no piensa en un sentido humano. 

Carece de conciencia, intenciones o emociones. Es una 

herramienta sofisticada de reconocimiento de patrones. 

Ejecuta una tarea específica —como clasificar texto, 

generar un borrador de contrato o crear una imagen— 

basándose en las probabilidades estadísticas que ha 

aprendido de una cantidad masiva de datos. No entien-

de el ‘porqué’ profundo de un concepto como la ‘justi-

cia’, la ‘buena fe’ o la ‘equidad’; solo sabe qué palabras y 

secuencias de texto suelen aparecer juntas en los con-

textos donde se discuten esos temas. Su ‘comprensión’ 

es lingüística y estadística, no semántica o filosófica 

en el sentido humano”. DI CHIAZZA, Iván G. - PASTORE, 

La IA no cita textualmente. No conserva, ge-
neraliza. Puede reproducir fragmentos si fueron 
muy repetidos en el entrenamiento (como un 
estribillo o un aforismo legal), pero lo hace por 
coincidencia estadística (remota), no por un acto 
de memoria literal. Es como una biblioteca sin 
estanterías: cada obra fue disuelta, fragmentada 
cada oración (tokenizada) y luego redistribuida 
en patrones y asociaciones (8).

Para el Derecho, esto es clave y es el núcleo de 
su incomprensión. Cuando un modelo responde 
sobre un tema jurídico, no está “citando” doctri-
na ni jurisprudencia (aunque lo parezca). Está 
aplicando patrones aprendidos sobre cómo sue-
na un argumento jurídico. Por eso la verificación 
humana es indispensable, no como auditoría del 
proceso, sino como validación del resultado.

II.3.d. La bicicleta y el mapa invisible del cono-
cimiento

La bicicleta, en su aparente simplicidad mecá-
nica, se revela como un modelo poderoso para 
explorar la cognición biológica y algorítmica. 
En ambos casos, el conocimiento se organiza 
mediante patrones distribuidos: conexiones in-
visibles que permiten simular comprensión, an-
ticipar acciones y generar coherencia funcional.

En el ser humano ese saber se entrelaza con 
memoria, experiencia encarnada, intención y 
cultura. En la IA, surge del procesamiento ma-
sivo de datos y de estructuras matemáticas que 
no entienden, pero predicen con precisión. Re-
conocer esta similitud estructural no implica 
confundir comprensión con correlación. Implica 
aceptar que la ausencia de conciencia no niega la 
emergencia de patrones funcionales complejos. 
La IA puede coexistir con nuestras capacidades, 
amplificarlas y redefinir sus límites. Pero esa am-
pliación no es automática: requiere diseño ético, 
interpretación cuidadosa y gobernanza inteli-
gente.

Por eso, la bicicleta no es solo metáfora. Es mo-
delo, advertencia y promesa. Así como aprender 
a pedalear exige equilibrio dinámico y confianza, 
integrar la IA al entramado jurídico exige com-
prensión mutua y nuevos pactos de sentido.

II.4. La trazabilidad absoluta: el requisito blo-
queante y su espejismo

El Derecho ha convertido la “trazabilidad” en 
un requisito casi ritual, como si fuera posible 

José I., “Inteligencia Artificial en la Práctica Jurídica”, ob. 

cit., p. 40.

 (8) En el precedente “Bartz v. Anthropic PBC” (N.D. Cal., 

23/06/2025) confrontaron el derecho de autor y el concepto 

de uso justo en el marco de la utilización de obras literarias 

para entrenar LLMs. Allí se sostuvo que los modelos de len-

guaje “no almacenan libros dentro de sí mismos ni los re-

producen literalmente, sino que abstraen reglas y relaciones 

estadísticas del lenguaje”. El tribunal calificó este proceso 

como un “uso espectacularmente transformador”, análogo 

al de “cualquier lector que aspira a ser escritor”, pues la IA 

aprende de las obras no para replicarlas, sino para crear algo 

nuevo y distinto (Cfr. DI CHIAZZA, Iván G. - PASTORE, José I., 

“El “uso justo” en el entrenamiento de la IA y los Derechos de 

Autor. Análisis de los casos ‘Bartz v. Anthropic PBC’ y ‘Kadrey 

v. Meta Platforms Inc.’”, elDial DC368F, 2025).
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reconstruir cada paso del proceso de cocreación 
entre humano e IA. Pero esa exigencia tropieza 
con tres obstáculos estructurales que la vuelven 
inalcanzable.

La trazabilidad del modelo. Pretender que un 
juez reconstruya la lógica interna de una red 
neuronal es desconocer su arquitectura. Los 
modelos actuales funcionan con miles de mi-
llones de parámetros ajustados en capas, don-
de cada peso numérico influye en el resultado 
de manera distribuida y no lineal. No existe un 
“camino lógico” que pueda seguirse como en un 
silogismo jurídico (premisa mayor, premisa me-
nor, conclusión). La opacidad no es un defecto 
accidental que se pueda “arreglar”: es constitu-
tiva de su poder predictivo.

La trazabilidad de los datos. El Derecho sue-
le imaginar que el modelo almacena un corpus 
identificable, como una biblioteca digital. Pero, 
como vimos con la bicicleta, la IA no guarda tex-
tos: destila patrones estadísticos. No es posible 
auditar qué sentencias, qué artículos o qué ma-
nuales nutrieron un resultado concreto. La in-
formación fue fragmentada en tokens. Incluso 
si el proveedor revelara (lo cual es improbable) 
la totalidad del corpus de entrenamiento, la es-
cala (petabytes de información) y la fragmenta-
ción (la IA aprende patrones de tokens, no de 
libros) lo harían impracticable. La exigencia de 
trazabilidad absoluta equivale a pedirle a un 
jurista que identifique, en cada razonamiento, 
todas las conversaciones, lecturas y experien-
cias que influyeron en su decisión: una tarea 
imposible.

La trazabilidad de la decisión. Aquí el proble-
ma es aún más delicado y existencial para el De-
recho. El uso de IA en la práctica judicial no es 
lineal (input → output), sino dialógico iterativo. 
Es una cocreación. El juez formula un prompt, 
recibe una respuesta, la ajusta, vuelve a pre-
guntar, combina fragmentos, reescribe, aporta 
su propio criterio, la IA lo reformula. Docu-
mentar exhaustivamente ese proceso cognitivo 
híbrido —esa “jam session” intelectual— sería 
desproporcionado y paralizante. Más importan-
te aún: la sentencia final es un producto híbri-
do, amalgamado. Ya no puede determinarse qué 
porcentaje proviene del criterio humano y cuál 
de la asistencia algorítmica (9). La exigencia de 
trazabilidad total se convierte en una ilusión 
formal que ignora la naturaleza misma de la 
cocreación.

En conjunto estos planos muestran que la 
trazabilidad absoluta es un espejismo. El Dere-
cho, al exigirla, confunde transparencia con re-
construcción minuciosa, como si la legitimidad 
dependiera de seguir cada huella en lugar de 
garantizar lo esencial: la verificación humana 
del resultado. Es una paradoja: en nombre de 
la transparencia se impone un estándar impo-
sible que bloquea la innovación y deja intactos 
los verdaderos riesgos. La exigencia de traza-
bilidad total no es una garantía. Tranquiliza al 

 (9) Sin embargo, eso fue precisamente lo que la Cámara 

entendió que se debía poder delimitar en el caso “Chubut 

c. P.R.A.”, al expresar que el error de copiado y pegado ha-

bía dejado una “brecha demasiado amplia para determinar 

cuánto texto es atribuible a la IAGen, y cuánto al juez”.

sistema jurídico frente a lo desconocido, pero 
no protege a nadie (de nada). Al contrario, des-
plaza la atención hacia un imposible técnico y 
oculta lo que sí debería exigirse: verificabilidad 
de las fuentes y responsabilidad en la decisión 
final.

La paradoja se vuelve más clara si miramos 
por última vez al espejo médico. En medicina 
nadie exige reconstruir cada cálculo interno 
de un algoritmo de diagnóstico: lo que se pide 
es que el resultado sea clínicamente verifica-
ble (¿el tumor está donde dice estar?), que los 
datos de entrenamiento sean auditables en sus 
sesgos (¿el modelo funciona igual en todas las 
etnias?) y que la decisión final (operar o no) 
esté bajo la responsabilidad indelegable del 
médico.

En el Derecho, en cambio, se pretende do-
cumentar cada interacción hombre máquina, 
como si la legitimidad dependiera de un re-
gistro exhaustivo del proceso de pensamiento 
y no de la calidad sustantiva de la fundamen-
tación final. El exceso de registro no produce 
transparencia, sino ruido. Confundir transpa-
rencia con la obsesión por lo exhaustivo es el 
verdadero espejismo jurídico: se acumulan 
pasos, pero no se ilumina lo esencial. La trans-
parencia no está en seguir cada huella, sino en 
garantizar que el resultado pueda ser contras-
tado en lo que importa: que la decisión final 
sea atribuible a la voluntad y responsabilidad 
del juez.

En definitiva, carece de relevancia al revisar 
la validez de una sentencia, conocer cada paso 
del proceso de cocreación. Lo que realmente 
importa es garantizar la verificabilidad sustan-
tiva del resultado obtenido. La transparencia, 
entonces, no reside en documentar cada inte-
racción, sino en asegurar que el fundamento 
final, aunque logrado con la asistencia de la 
herramienta tecnológica, sea coherente y con-
gruente con el derecho, las pruebas y los hechos 
del caso, y que sea el fruto de la propia delibe-
ración humana.

Este será el tránsito de la trazabilidad for-
mal a una verificabilidad sustantiva, donde el 
foco se desplaza del control burocrático al con-
trol intelectual: que el juez haya comprendido, 
evaluado y asumido el sentido de lo producido. 
Como enseña el espejo médico, no se exige co-
nocer los cálculos internos del algoritmo, sino 
que el resultado sea verificable y la decisión 
final, indelegablemente humana. Esa es la me-
dida real de la transparencia en la era de la IA 
generativa.

III. Conclusión

El mito de la trazabilidad revela la inercia 
epistemológica del Derecho. En su afán de con-
trolar lo desconocido, la justicia exige lo im-
posible: auditar un modelo opaco, un corpus 
inaccesible y un proceso creativo no lineal. Esa 
exigencia, presentada como garantía de trans-
parencia, se convierte en una ilusión formal 
que bloquea la innovación y deja intacto el ver-
dadero riesgo: la falta de verificabilidad. El De-
recho, atrapado en su aislamiento disciplinar, 
confunde la forma con la sustancia, el proce-
dimiento con la justicia y posterga la discusión 

que realmente importa: cómo garantizar deci-
siones verificables, auditables en lo esencial 
y, sobre todo, humanas en su acto volitivo. La 
firma del juez sigue siendo el núcleo de validez. 
No porque asegure una trazabilidad imposible 
del proceso creativo, sino porque representa la 
intervención humana significativa que valida 
el resultado y asume la responsabilidad (10). La 
IA puede asistir, sugerir, correlacionar; pero la 
responsabilidad última de la decisión es inde-
legable.

El recorrido de este trabajo ha mostrado dos 
escenas contrastantes de un mismo fenóme-
no.

En la medicina la irrupción de la IA fue asu-
mida como un hecho ineludible: un socio cog-
nitivo que redefine la precisión diagnóstica, 
rehumaniza la práctica clínica y permite gober-
nar la complejidad inabarcable. Allí la pregunta 
nunca fue si la IA “comprende” la biología, sino 
cómo integrarla con seguridad, equidad y res-
ponsabilidad para salvar vidas. El Derecho, en 
cambio, se ha visto atrapado en su miopía epis-
temológica. Frente al espejo médico aparece 
como una disciplina que discute en clave filosó-
fica y defensiva lo que otros campos ya resuel-
ven en clave pragmática y empírica. Y frente al 
mito de la trazabilidad se aferra a una ilusión 
formal de exigir lo imposible: auditar modelos 
opacos, datos inaccesibles y procesos creativos 
no lineales.

El diagnóstico es inequívoco: el Derecho corre 
el riesgo de volverse irrelevante si no rompe ur-
gentemente su aislamiento disciplinar y aban-
dona el mito de la trazabilidad (tal como se la 
plantea y con los efectos que se le atribuyen). 
La legitimidad de la Justicia en el siglo XXI no 
se sostendrá en la reconstrucción imposible de 
cada paso algorítmico, sino en la capacidad de 
garantizar una verificabilidad sustantiva y un 
acto volitivo de responsabilidad indeleblemen-
te humano. La metáfora de la bicicleta atraviesa 
todo el trabajo: así como pedalear exige equili-
brio dinámico y confianza en un saber tácito, 
integrar la IA al Derecho exige un nuevo pacto 
de sentido respecto de lo que es la fundamen-
tación y la cocreación como resultado no lineal 
de la sinergia que puede generar el hombre con 
la máquina.

Cita on line: TR LA LEY AR/DOC/3054/2025

 (10) Asegurar la “intervención humana significativa” 

supone, en esencia, garantizar que el producto final 

haya sido sometido al control y validación del entendi-

miento humano antes de adquirir efectos jurídicos. No 

basta con que el juez utilice una herramienta tecnoló-

gica: debe ejercer sobre su resultado un juicio racional, 

ético y jurídico que lo haga propio. Ese aval intelectual 

implica comprender lo producido, verificar su coheren-

cia argumental, valorar su ajuste a los hechos y al de-

recho aplicable y asumir su sentido dentro del marco 

de la función jurisdiccional. Solo a través de esa ve-

rificación crítica —que es indelegable y personal— la 

sentencia deja de ser una construcción asistida por un 

algoritmo y se convierte en un acto de decisión humana 

dotado de legitimidad jurídica y responsabilidad insti-

tucional.
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VIOLENCIA DE GÉNERO

Prohibición de acercamiento. Riesgo fí-
sico y psíquico. Interés superior del niño. 

	 La prohibición de acercamiento debe ser 
confirmada, pues persiste el riesgo físico 
y psíquico para la denunciante y su hijo 
menor, acreditado por informes interdis-
ciplinarios y del Ministerio Público Tute-
lar que señalan episodios de violencia 
de género, maltrato físico y emocional, 
más la falta de cumplimiento por parte 
del denunciado de las indicaciones te-
rapéuticas necesarias para resguardar el 
interés superior del niño. La protección 
urgente y transitoria prevista por las leyes 
24.417 y 26.485 debe ser mantenida has-
ta que existan elementos objetivos que 
den cuenta de un cambio en la situación 
familiar.

CNCiv., sala  G, 30/10/2025. - G., G. J. c. H., 
M. s/Art. 250 C.P.C - Incidente familia.

[Cita on line: TR LALEY AR/JUR/131463/2025]

Costas

Se impusieron al apelante vencido.

2ª Instancia.- Buenos Aires, 30 de octubre de 
2025.

Considerando:

I.- Viene este incidente a conocimiento de la 
sala en virtud de la apelación interpuesta por el 
denunciado contra la resolución copiada a fs.  3 
(del 11 de agosto de 2025), mediante la cual se 
prorrogó por 90 días más la prohibición de acer-
camiento a la denunciante y al hijo de las partes 
(de 8 años de edad, nacido el 08/03/2017).

En su memorial de fs.  6/14 (contestado a 
fs.  35/43) el recurrente sostiene que la medida 
decretada resulta arbitraria y carece de sustento, 
por cuanto se funda —por un lado— en manifes-
taciones de supuestos incumplimientos denuncia-
dos por la madre sin respaldo probatorio y —por 
el otro— en las conclusiones del informe del Mi-
nisterio Público Tutelar (presentado en el juicio 
sobre régimen de comunicación), al que califica 
de parcial, aislado, inverosímil, sesgado y carente 
de credibilidad.

Por su parte, la denunciante solicita se de-
clare la deserción del recurso por considerar 
que el memorial no denota una crítica concre-
ta y razonada. Señala, además, que por las ca-
racterísticas de las medidas cautelares basta la 
verosimilitud del derecho, sin requerirse una 
declaración de certeza. Asevera que el momen-
to procesal oportuno para impugnar el informe 
del MPT ha precluido y que los agravios del ape-
lante no acreditan que las circunstancias fácti-
cas se hayan modificado ni que haya cesado el 
riesgo oportunamente evaluado. Finalmente 
concluye que el denunciado continúa sin poder 
revisar sus propias conductas.

La cuestión se integra con el dictamen de la De-
fensora de Cámara vinculado a la presente —que 
propicia el rechazo de los agravios— junto con el 
informe interdisciplinario realizado por las pro-
fesionales del equipo técnico de dicho Ministerio.

II.- Liminarmente cabe recordar, como ya lo ex-
puso la sala en su anterior intervención, que las 
leyes 24.417 y 26.485 están inspiradas en la fina-
lidad de hacer cesar el riesgo que pesa sobre las 
víctimas, evitándoles la continuación o el agrava-
miento de los perjuicios concretos derivados del 
maltrato que se cierne sobre ellas que, de otro 
modo, podrían ser irreparables, y que sólo sería 
posible remover a través de la adopción de medi-
das eficaces, urgentes y transitorias.

De ahí que en el marco de protección que 
acuerda la ley, cuando se aduce la existencia de 
peligro físico y psíquico para alguna de las perso-
nas que integran el núcleo conviviente, en tanto 
existan elementos que lleven a concluir que la 
denuncia es “prima facie” fundada y que no se 
invoca la solución legal en contra de la finalidad 
que el legislador tuvo en miras al establecerla, el 
juez debe procurar la inmediata y debida protec-
ción a quien esgrime su condición de víctima (cfr. 
esta Sala, r. 361662 del 25-11-2002 y sus citas; íd. 
r. 459090 del 9-8-2006; r. 562963 del 14-10-2010; 
r. 595276 del 21-3 -2012; r. 60540/2014, del 30-10-
2014; r. 17290/2014, del 7-5-2015; r. 74884/2016, del 
31-3-2017 y 20305/2020 del 9-9-2020, entre otros).

III.- En el caso, como bien señala la Defenso-
ra de Cámara, se han prorrogado las medidas 
de prohibición de acercamiento en numerosas 
oportunidades a lo largo de estos años, siendo la 
última denuncia realizada ante la OVD de diciem-
bre de 2022, donde se valoró la situación como 
de violencia de género contra las mujeres en el 
ámbito doméstico, que se habría cronificado, con 
significativa exposición e involucramiento del 
hijo, calificada de riesgo medio y alto impacto psi-
coemocional para la madre.

Ahora bien, a los antecedentes ya examina-
dos por este tribunal en la resolución dictada (el 
01/09/23) en el incidente nº 6363/ 2019/2, se esti-
ma conveniente añadir una breve reseña de los 
elementos relevantes colectados en la causa con 
posterioridad a dicha intervención, con el objeto 
de contextualizar el tratamiento del recurso.

Compulsadas las actuaciones conexas sobre 
régimen de comunicación (expte nº 37195/2019), 
se desprende que el Programa IELANEIDU con el 
objetivo de evaluar una posible revinculación pa-
terno-filial, acompañó el informe oportunamen-
te encomendado que fue confeccionado el 20 de 
septiembre de 2023.

El equipo interviniente en dicha oportunidad 
concluyó que “no estaban dadas las condicio-
nes para iniciar un proceso de revinculación 
debido a la falta de regulación, adecuación y 
sostenimiento de las condiciones mínimas por 
parte del progenitor.” Asimismo los profesiona-
les recomendaron la realización de un proceso 
de evaluación de las capacidades parentales de 
ambos padres por medio del Ministerio Publico 
Tutelar (MPT).

Posteriormente, el 31 de octubre del mismo año 
se dispuso en dichas actuaciones la intervención 
del Ministerio Público Tutelar (MPT) —que fue 
mantenida a fs. 334— a efectos de la evaluación 
antes sugerida, que fue efectivamente realizada 
el 17 de abril del 2024 sin la participación del 
denunciado, ya que si bien concurrió a la entre-
vista, luego de expresar su disconformidad se re-
tiró intempestivamente (v. fs.  342/346 del expte. 
37195/2019).

En el ámbito de dicha evaluación la profesional 
informó que “el Sr. Haber no ha podido adecuarse 
a los encuadres propuestos en el marco de entre-
vistas de evaluación y/o procesos de revinculación 
(llevados a cabo en diversas instituciones), con 
una marcada actitud de dominio, inflexibilidad y 
control.” Con respecto al niño afirmó que “ha sido 
expuesto a un maltrato físico y emocional en el 
primer caso por haber sido víctima de agresiones 
físicas por parte de su progenitor y en el segundo 
caso por haber presenciado episodios de violen-
cia entre sus progenitores, como así también, por 
haber quedado inmerso en la disputa parental”. 
Finalmente concluyó que no estaban dadas las 
condiciones en ese momento para el inicio de una 
revinculación paterno-filial hasta tanto el proge-
nitor no logre un reconocimiento de sus aspectos 
disfuncionales, de lo contrario podrá continuar 
exponiendo a su hijo a situaciones inadecuadas 
y nocivas. Consideró, asimismo, imprescindible 
que el padre inicie un tratamiento psicológico 
individual para trabajar sus conductas desadap-
tativas y disfuncionales y que la madre continúe 
asistiendo a un espacio terapéutico.

Cabe señalar que el mentado informe fue pues-
to en conocimiento de las partes el 18 de abril del 
2024 y se encuentra consentido, al no haber sido 
impugnado en el plazo legal pertinente (v. fs. 347, 
fs. 348/361 y 363).

Finalmente, y en igual sentido, la Defensora de 
Cámara acompañó un reciente informe elabora-
do por su equipo técnico interdisciplinario (de 
fecha 15 de septiembre de 2025), en el que se ac-
tualiza la situación.

Dicho informe, basado en entrevistas con am-
bos progenitores, la psicóloga tratante del niño y 
el equipo del programa IELADEINU, recomienda 
la continuidad de las medidas protectorias vigen-
tes, así como el cumplimiento por parte del pro-
genitor de las indicaciones relativas al inicio del 
tratamiento psicoterapéutico individual, la reali-
zación de la evaluación por el equipo infanto-ju-
venil del MPT, el respeto estricto de las medidas 
de restricción dispuestas, el cese de conductas de 
hostigamiento hacia el niño y su entorno mater-
no, y el cumplimiento de sus responsabilidades 
económicas.

IV.- Las apuntadas conclusiones, consideradas 
en el marco de los antecedentes ya reseñados y en 
un análisis meramente provisional de la cuestión, 
coadyuvan a sostener la conveniencia de mante-
ner, en este estado, las medidas actualmente vi-
gentes hasta tanto existan elementos objetivos 
que permitan valorar una modificación sustan-
cial de la situación que involucra a este grupo fa-
miliar y viabilicen un distinto desenlace.
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El apelante no se hace cargo de ninguna de las 
situaciones que fueron reseñadas por la sala en 
el pronunciamiento dictado en el Incidente nro. 
2 (el 01/09/23) y solo trae a colación como ele-
mento concreto que opone al dictamen del MPT, 
un antiguo informe profesional favorable a la 
revinculación paterno filial, pero pasa por alto 
las circunstancias que motivaron el cese del ré-
gimen de contacto provisional asistido, así como 
la actitud adoptada por su parte en el marco de 
las distintas intervenciones profesionales que se 
vieron frustradas.

Las genéricas manifestaciones del memorial no 
responden a las constancias de la causa y distan, 
en verdad, de constituir la crítica exigida por la 
ley (arts. 265/266 Cpr.), como lo pone de manifies-
to la contraria al contestarlo.

Resultan inaudibles las quejas que apuntan a 
señalar —también de manera general— que no 
existen pruebas de los supuestos incumplimien-
tos denunciados por la actora, los que se en-
marcan en el conflicto en la cual se encuentran 
inmersas las partes y el pequeño hijo involucrado 
en el caso.

Tampoco puede soslayarse que, a lo largo de 
todo este tiempo, y pese a las reiteradas sugeren-
cias de los distintos organismos intervinientes, 
el progenitor no ha acreditado el inicio del tra-
tamiento psicoterapéutico individual recomenda-
do, mostrándose incluso reticente a ello. Si bien 
en sus agravios afirma que ha iniciado la terapia 
y que lo acreditará a la brevedad (cosa que toda-
vía no ha hecho), esa mera manifestación resulta 
insuficiente para modificar la medida cautelar 
vigente.

No obstante la exhortación formulada por la 
sala en la anterior resolución (del 01/09/23) y pese 
al tiempo transcurrido, el interesado no parece 
haber logrado superar los obstáculos y desafíos 
impuestos en aras de propender a la revincula-
ción paterno-filial.

Poco se podrá avanzar en la solución del con-
flicto si el recurrente no procura deponer su 
actitud de desconfianza hacia los profesionales 
de la salud intervinientes, cuya idoneidad e im-
parcialidad son avaladas por sus respectivos tí-
tulos habilitantes y el ámbito donde desarrollan 
sus tareas; y no presta, además, la mayor cola-
boración posible de su parte en el curso de las 
evaluaciones y tratamientos que se le propon-
gan, como sugirió este colegiado en su anterior 
intervención, con miras al propósito primordial 
que anima a todo el proceso que es, siempre y 
en todo momento, el beneficio de su hijo y la 
protección de su interés superior (cfr. art. 3 “in 
fine” de la Ley 26.061).

Por estas consideraciones los pretensos agra-
vios no son de recepción. Por ende, merece con-
firmarse la decisión apelada.

V.- Por último, se estima prudente poner en 
conocimiento de la Magistrada de grado las su-
gerencias y recomendaciones formuladas por la 
Defensora de Cámara en el punto V, in fine, del 
dictamen que antecede, a fin de que sean consi-
deradas al momento de disponer, en su caso, las 
medidas que estime adecuadas en el seguimiento 
y abordaje de la situación familiar.

Se recuerda en este sentido el principio de ofi-
ciosidad que debe regir en todo proceso de fami-
lia conforme la disposición del art. 706 CCyC, cuya 
aplicación se hace incluso más necesaria en los 
casos donde están involucradas personas meno-
res de edad.

Por lo expuesto, de conformidad en lo pertinen-
te con el dictamen del Ministerio Público de la 
Defensa en esta instancia, resuelve: 1.-) Confirmar 
la decisión apelada en lo que ha sido materia de 
recurso, a la vez que 2.-) poner en conocimiento 
de la Magistrada de grado el dictamen de la De-
fensora de Cámara en lo pertinente, conforme lo 
expuesto en el considerando V. 3.-) Las costas de 
alzada se imponen al apelante que resulta venci-
do (art. 69 Cpr). Los honorarios se regularán en 
su oportunidad. 4.-) Regístrese, notifíquese por 
secretaría a la Defensora de Cámara y a las par-
tes, publíquese (Ac. 24/13 CSJN) y devuélvanse di-
gitalmente a su juzgado de origen. La Vocalía 19 
no interviene por hallarse vacante (art. 109 RJN). 
— Carlos A. Carranza Casares. — Gastón M. Polo 
Olivera.

BENEFICIO DE LITIGAR  
SIN GASTOS

Improcedencia de la extensión de la 
franquicia a otro proceso. Tasa de jus-
ticia. 

	 La pretensión de extender el beneficio de 
litigar sin gastos concedido en un proceso 
distinto debe ser rechazada, pues dicho 
beneficio reviste carácter personal, in-
transferible y específico respecto de cada 
expediente; y su extensión solo es posible 
dentro del mismo juicio y frente a un ad-
versario concreto, previa petición y deci-
sión judicial..

CNCiv., sala D, 30/10/2025. - Stansiola, Emi-
lio Gabriel c. Candia, María Teresa s/ daños 
y perjuicios.

[Cita on line: TR LALEY AR/JUR/131466/2025]

Costas

Se impusieron a la parte actora.

2ª Instancia.- Buenos Aires, 30 de octubre de 
2025.

Y Vistos. Considerando:

I.- El decisorio dictado el 2 de septiembre de 
2025 (fs.65/69 - punto III), en virtud del cual la Sra. 
Jueza de grado desestimó la pretensión articula-
da por el actor Emilio Gabriel Stansiola en el pun-
to VIII del escrito inaugural y dispuso: “Toda vez 
que el incidente de beneficio de litigar sin gastos 
(expediente nº  92069/2023/1) fue iniciado en el 
marco de los autos “Stansiola, Emilio Gabriel c/ 
Candia, María Teresas/ preparación de la vía eje-
cutiva” (expediente nº 92069/2023), se hace saber 
que no procede lo solicitado en el pto. VIII. En 
consecuencia, hágase saber a la accionante que 
de conformidad con lo dispuesto por el Art. 84 3º 
párrafo del Código Procesal deberá pagar la tasa 
de justicia hasta el momento procesal allí indica-

do”, fue recurrido por este último, formulando un 
planteo de revocatoria con apelación en subsidio 
el 8 de septiembre de 2025 (fs.70/71).

Mantenida la decisión de grado mediante auto 
de fs.74, resta analizar el recurso pendiente.

Cuestiona el apelante la postura allí adoptada, 
alegando —entre otras argumentaciones— que 
mantener dos procesos distintos para analizar la 
misma situación económica (el presente y el in-
cidente de beneficio de litigar sin gastos) genera 
un innecesario dispendio de recursos judiciales 
y de tiempo para las partes, pudiendo evitarse 
mediante la concentración de la decisión en un 
único expediente. Argumenta que su situación 
patrimonial no ha variado desde la presentación 
de la declaración jurada efectuada en el incidente 
respectivo, la cual ratifica en todos sus términos. 
Además, solicita que, si se considera pertinente, 
se requiera nuevamente informe al SINTyS.

A su turno, el 3 de octubre de 2025 (fs.78/81), el 
Sr. Fiscal de Cámara dictamino al respecto, pro-
piciando la confirmación del decisorio sometido 
a estudio.

III.- Previo a evaluar la procedencia de los 
agravios, es del caso remarcar, tal como lo hemos 
hecho en reiteradas oportunidades, que los jue-
ces no están obligados a hacerse cargo de todos 
y cada uno de los argumentos expuestos por las 
partes ni a analizar las pruebas producidas en 
su totalidad, sino tan solo aquellos que sean con-
ducentes para la correcta decisión de la cuestión 
planteada (cfr. arg. 386 del Código Procesal).

Del análisis en conjunto de los artículos 78 y 84 
del Código Procesal Civil y Comercial, se establece 
como regla general que el incidente sobre benefi-
cio de litigar sin gastos puede ser promovido en 
cualquier estado en el que se encuentre el pro-
ceso principal. Así, dependiendo del momento en 
el que se lo haga, sea conjuntamente con la pre-
sentación de la demanda, previo a la celebración 
de la audiencia establecida en él art.360 o de la 
declaración de puro derecho, corren los efectos 
estipulados en el art. 84 del código de rito, es de-
cir que los mismos “son retroactivos a la fecha de 
promoción de la demanda respecto de las costas 
o gastos judiciales no satisfechos”. Ahora bien, di-
cha norma también establece que igual solución 
se adopta en caso de que el beneficio sea iniciado 
con posterioridad a los momentos procesales re-
feridos ut-supra, siempre y cuando se acrediten 
circunstancias sobrevivientes que justifiquen di-
cho proceder.

Por su parte, el art.86 estipula “A pedido del 
interesado, el beneficio podrá hacerse extensivo 
para litigar contra otra persona en el mismo jui-
cio, si correspondiere, con citación de ésta”.

Reseñado el marco que rige el incidente en 
cuestión, corresponde someter a estudio la pre-
tensión esgrimida por el apelante la que, adelan-
tamos, no tendrá favorable acogida.

Atento a lo que arrojan las constancias de au-
tos, se corrobora que el aquí apelante —mediante 
presentación liminar— expuso que ante el Juz-
gado Civil Nº 70 tramita el expediente “Stansiola, 
Emilio Gabriel c/ Candia, María Teresas/ Prepa-
ración de la vía ejecutiva” (Expte. 92069/2023), 
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y que, por carecer de recursos económicos para 
afrontar la tasa de justicia, promovió un inci-
dente de beneficio de litigar sin gastos (Expte. 
92069/2023/1). En virtud de ello, peticionó que, 
una vez dictada la sentencia en dicho incidente, 
se remitan las actuaciones a estos autos, a fin de 
resguardar el principio de economía procesal.

Tal como fuere postulado por el Sr. Fiscal de 
Cámara —cuyos argumentos se comparten—, sa-
bido es que el beneficio de litigar sin gastos revis-
te carácter personal, intransferible y específico 
respecto de un proceso determinado, no configu-
rando una declaración de alcance general. Dicho 
incidente solo puede hacerse valer frente a un ad-
versario concreto y en un expediente particular. 
No obstante, la normativa aplicable contempla la 
posibilidad de su extensión a otra persona dentro 
del mismo juicio, previa petición de parte inte-
resada, lo que evidencia que dicha extensión no 
opera de pleno derecho ni de manera automática, 
sino que requiere la correspondiente citación y 
decisión judicial (conf. Highton-Areán, “Código 
Procesal Civil y Comercial de la Nación”, Hammu-
rabi, 2004, Tº 2, comentario al art. 86, pág. 243).

Es que, si bien el art. 86 del Código Procesal con-
templa la posibilidad de ampliar el beneficio de 
litigar sin gastos para hacerlo extensivo frente a 
otra persona, dicha extensión se limita al mismo 
proceso y únicamente resulta procedente cuan-
do, existiendo litisconsorcio, algún litisconsorte 
no hubiere sido citado o no se le hubiere confe-
rido intervención durante la tramitación previa a 
la concesión del beneficio.

En suma, la franquicia otorgada a quien se 
irroga un estado de pobreza reviste carácter ne-
tamente individual, por lo que su análisis y con-
cesión son examinados en cada caso puntual y 
meritando las particularidades de la cuestión 
principal.

Dicho ello, la suerte del recurso queda sellada.

Por todo lo hasta aquí expuesto, de conformi-
dad con lo dictaminado por el Sr. Fiscal de Cáma-
ra, el Tribunal resuelve: 1) Desestimar los agravios 
esgrimidos el 8 de septiembre de 2025 (fs.70/71). 
confirmando, de esta manera, el decisorio dicta-
do el 2 de septiembre de 2025 (fs.65/69), en todo lo 
que fuere materia de agravios. 2) Regístrese, no-
tifíquese y devuélvase. Hágase saber que la pre-
sente resolución será remitida a la Dirección de 
Comunicación y Gobierno Abierto de la CSJN a los 
fines de su publicación (Acordada CSJN Nº10/25). 
— Gabriel G. Rolleri. — Maximiliano L. Caia. — 
Juan M. C. Converset.

ALIMENTOS EXTRAORDINARIOS

Gastos imprevisibles y eventuales. Pro-
cedencia del pago. Análisis de la capa-
cidad económica de los progenitores.

	 Corresponde agregar a la cuota alimen-
taria fijada el pago del 50%  de los ali-
mentos extraordinarios eventuales no 
suntuarios que puedan acaecer respecto 
de los hijos beneficiarios, hasta la edad 
de 21 años, debidamente justificados, 
considerando que dichos gastos son 
imprevisibles y de valor tal que exceden 

la previsión ordinaria, al ser su cobertu-
ra necesaria para la máxima satisfacción 
integral de los derechos de los menores, 
en función de la capacidad económica 
de los progenitores.

CCiv., Com., Fam., Min. y Contencioso Admi-
nistrativo, Bariloche, 21/10/2025. - V.C.R. c. 
V.F.J.P.J. s/alimentos.

[Cita on line: TR LALEY AR/JUR/117476/2025]

2ª Instancia.- San Carlos de Bariloche, octu-
bre 21 de 2025.

¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

A la cuestión planteada la doctora Pájaro dijo:

I. Que corresponde resolver la apelación inter-
puesta por la parte actora contra la resolución del 
28/07/2025 que, si bien hizo lugar a la demanda, 
no incluyó en forma expresa los gastos extraordi-
narios, conforme se pidió en la demanda.

La apelación (E0023) fue precedida de aclarato-
ria desestimada y fue concedida libremente y con 
efecto devolutivo.

Los fundamentos fueron desarrollados en 
oportunidad de la audiencia correspondiente 
ante este Tribunal de Alzada el 24/09/2025, a la 
que no concurrió el demandado.

Finalmente, dictaminó en favor del recurso la 
Defensora de Menores e Incapaces.

II. La resolución apelada fijó una cuota alimen-
taria equivalente al valor de cinco Salarios Míni-
mos, Vitales y Móviles más la cobertura de obra 
social.

La aclaratoria pedida por la actora a fin de que 
se incluya en la prestación el 50% de los gastos ex-
traordinarios que había sido pedido en demanda 
fue rechazada en el punto primero inciso a) del 
auto del 07/08/2025.

Explicó la jueza que el monto establecido es su-
ficiente para cubrir todas las necesidades. Citó un 
párrafo de los considerandos de su resolución, en 
que explicitó que la cuota fijada es suficiente para 
la cobertura de las necesidades básicas, así como 
de eventuales gastos que puedan surgir.

III. La actora desarrolló sus agravios y objetó 
que no se incluyera el pago del 50% de los gastos 
extraordinarios, gastos que son esencialmente di-
ferentes de los alimentos ordinarios.

Enfatizó en la falta de contestación de la de-
manda por parte del obligado, quien además no 
se ocupa del cuidado y tiene trabajo fijo.

Considera que no se tomó en cuenta el interés 
superior de los hijos, que son seis en total y de los 
cuales cinco están en etapa escolar.

Asevera que lo decidido es injusto puesto que 
la obliga a pleitear. Atribuye al fallo falta de pers-
pectiva de género.

IV. Esta Cámara viene sosteniendo repetida-
mente la necesidad de discriminar entre alimen-

tos ordinarios y extraordinarios, y dentro de estos 
últimos, los suntuarios de los imprescindibles.

La prestación alimentaria ordinaria abarca la 
asistencia normal y corriente, con ajuste a los 
rubros incorporados en el art. 659 del Cód. Civ. y 
Comercial, esto es: la satisfacción de las necesida-
des de los hijos en cuanto a su manutención, edu-
cación, esparcimiento, vestimenta, habitación, 
asistencia, gastos por enfermedad y gastos para 
adquirir profesión u oficio.

Ghersi enseñó que “La estratificación socioe-
conómica y cultural se genera a partir de la 
cualificación en situación de pertenencia para 
individuos concretos (en este caso, alimentantes), 
que se constituye en un conjunto diferenciado. 
La clase socioeconómica y cultural posee, así, un 
sentido de pertenencia y cohesión con validez in-
trínseca del conjunto construido intelectualmen-
te, y encuentra justificación en el conjunto del 
universo social...” (“Cuantificación económica de 
los Alimentos”, Astrea, 2000, p. 92).

Entonces, la prestación alimentaria, tanto ordi-
naria como extraordinaria, estará atravesada por 
la pertenencia social del grupo familiar y la capa-
cidad económica de los progenitores.

La prestación extraordinaria, cuando es inelu-
dible y no puede ser cubierta con la cuota ordi-
naria, impone una colaboración adicional de los 
llamados a prestar la cuota.

Es que el deber alimentario o de asistencia se 
extiende a aquellos gastos extraordinarios o im-
previstos que hagan a “la máxima satisfacción, 
integral y simultánea de los derechos y garantías 
reconocidos en esta ley” (art. 3 ley 26.061) en con-
junción con los rubros que describe el art. 659 ya 
citado.

Una cuota alimentaria ordinaria abarca los 
gastos de salud normales como la consulta pediá-
trica, un medicamento común, un insumo cuyo 
valor no sea excesivo.

Distinto es, por ejemplo, que el beneficiario de 
la cuota requiera de una ortodoncia, de un ele-
mento costoso como una cama ortopédica, de cui-
dados especiales que demanden la contratación 
de asistencia temporal o impidan trabajar transi-
toriamente a quien ejerce el cuidado.

Entonces podemos colegir que los alimentos ex-
traordinarios están signados, por una parte, por 
cierta imprevisibilidad: gastos que no pudieron 
ser previstos por resultar desconocidos o ser in-
ciertos. Puede ser evidente que un niño necesi-
tará una ortodoncia, pero sin saber exactamente 
cuándo ni cuál será su costo.

Además de la imprevisibilidad, los alimentos 
extraordinarios deben, fundamentalmente, ser 
de un valor tal que no puedan considerarse in-
cluidos en la cuota ordinaria e importen una 
erogación ineludible que exceda las previsiones 
tenidas en cuenta al momento de fijar la cuota.

A diferencia de los alimentos ordinarios, sí será 
necesario acreditar su necesidad, aunque la apre-
ciación de aquellas prestaciones debe ser valo-
rada con temperamento amplio y en el contexto 
socioeconómico tanto del grupo familiar como 
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El Juzgado Nacional de 1ª Inst.  en lo Civ. y 
Com. Fed. Nº 11, Secretaría Nº 21, sito en Liber-
tad 731, 7º Piso, de esta Capital, hace saber 
que IANA IUNITSKAIA, cuyo Pasaporte es el 
Nº 550964826, nacida en Stuttgart- Rusia, ha 
solicitado la ciudadanía argentina. Quien co-
nozca algún impedimento para la concesión 
del beneficio, podrá comunicarlo a través del 
Ministerio Público. Publíquese por dos días, 
en un lapso de quince días.

Buenos Aires, 3 de septiembre de 2025
Alejandro J. Nobili, juez fed.

LA LEY: I. 03/12/25 V. 03/12/25

6985/2025. ANASHKIN, ANDREI s/SOLICI-
TUD DE CARTA DE CIUDADANÍA. El Juz-
gado Nacional de Primera Instancia en lo 
Civil y Comercial Federal Nº 2, Secretaría 
Nº  3 a mi cargo, de Capital Federal, in-
forma que, ANASHKIN, ANDREI, PAS Nº 66 
1969441 solicitó la declaración de Carta 
de Ciudadanía Argentina. Cualquier per-
sona que conozca algún impedimento 
para la concesión del beneficio, podrá 
hacerlo saber a través del Ministerio Pú-

blico. Publíquese por dos días dentro de 
un plazo de quince días.

Buenos Aires, 22 de octubre de 2025
Federico Leali, sec.

LA LEY: I. 03/12/25 V. 03/12/25

3660/2025. VILNER, YURIY s/SOLICITUD DE 
CARTA DE CIUDADANÍA. El Juzgado Nacional 
de Primera Instancia en lo Civil y Comercial 
Federal Nº2, Secretaría Nº4 a mi cargo, de 
Capital Federal, informa que VILNER, YURIY, 
PAS Nº  566432747, estadounidense, soli-
citó la declaración de Carta de Ciudadanía 
Argentina. Cualquier persona que conozca 
algún impedimento para la concesión del 
beneficio, podrá hacerlo saber a través del 
Ministerio Público. Publíquese por dos días 
dentro de un plazo de quince días.

Buenos Aires, 5 de septiembre de 2025
Constanza Belén Francingues, sec.

LA LEY: I. 03/12/25 V. 03/12/25

El Juzgado Nacional de 1ª Inst en lo Civ. y 
Com. Fed. Nº  11, Secretaría Nº  22, sito en 

Libertad 731, 7º Piso, de esta Capital, hace 
saber que ALINA VLASOVA, cuyo DNI es el 
Nº 96.424.693, nacida en ciudad de: Mos-
cú, Rusia, ha solicitado la ciudadanía ar-
gentina. Quien conozca algún impedimen-
to para la concesión del beneficio, podrá 
comunicarlo a través del Ministerio Público. 
Publíquese por dos días, en un lapso de 
quince días.

Buenos Aires, 6 de noviembre de 2025
Alejandro J. Nobili, juez fed.

LA LEY: I. 03/12/25 V. 03/12/25

El Juzgado Nacional de 1ª Inst. en lo Civ. y 
Com. Fed. Nº 11, Secretaría Nº 22, sito en Li-
bertad 731, 7º piso de esta Capital, hace sa-
ber que VICTORIA ANDREA CARIDAD MALPI-
CA QUEVEDO, cuyo DNI es el Nº 95.917.132, 
nacida en Municipio Valencia, Estado Cara-
bobo, Venezuela, ha solicitado la ciudada-
nía argentina. Quien conozca algún impe-
dimento para la concesión del beneficio, 
podrá comunicarlo a través del Ministerio 
Público. Publíquese por dos días., en un lap-
so de quince días. 

Buenos Aires, 8 de febrero de 2024
Alejandro J. Nobili, juez fed.

LA LEY: I. 03/12/25 V. 03/12/25

El Juzgado Nacional de Primera Instancia 
en lo Civil y Comercial Federal Nº 7, a cargo 
del Dr. Javier Pico Terrero, Secretaría Nº 13, 
a mi cargo, sito en Libertad 731 Piso 6º de 
CABA, comunica que OCHOA GRATEROL 
YUDILBA JOSEFINA DNI Nº 95.806.535, con 
fecha de nacimiento 15 de agosto de 1971, 
en, Maracaibo, Estado Zulia, Venezuela, ha 
solicitado la declaración de la ciudadanía 
argentina. Cualquier persona que tuviere 
conocimiento de algún acontecimiento 
que pudiere obstar dicha concesión, de-
berá hacer saber su oposición fundada 
al Juzgado. El presente se publica a los 
efectos del art. 11 de la ley 346. Publíquese 
por dos días dentro de un plazo de quince 
días

Buenos Aires, 8 de octubre de 2025
Fernando Gabriel Galati, sec.

LA LEY: I. 03/12/25 V. 03/12/25

Edictos

del obligado, de modo de que el gasto esté justifi-
cado y que se ajuste a la capacidad económica de 
los progenitores.

Esta Alzada ha dicho recientemente que “los ali-
mentos se fijan para atender las necesidades or-
dinarias, cotidianas, sin perjuicio de los alcances 
antes definidos. Ahora bien, existen necesidades 
sobrevinientes o excepcionales, tal como puede 
ser el caso de las que se ocasionan por una con-
dición transitoria de salud, de educación. Este ru-
bro ha sido perfectamente conceptualizado por la 
jueza de grado en su pronunciamiento, pero vale 
agregar, para mayor abundamiento, que dentro 
de estas erogaciones se ubican tanto gastos im-
postergables e imprescindibles como suntuarios, 
que obedecen al estándar de vida del grupo. Por 
ejemplo, el viaje de egresados o ciertos viajes de 
estudios al extranjero, la ortodoncia, festejos espe-
ciales como el cumpleaños de 15 o un Bar Mitzvá, 
son todos gastos excepcionales que no se produ-
cen con regularidad, pero tienen alto impacto en 
la economía familiar. La obligatoriedad en la co-
bertura de estos gastos también se debe ajustar a 
las posibilidades del alimentante y a la naturale-
za de la erogación excepcional. Por cierto, no es lo 
mismo un gasto extraordinario por una cuestión 
de salud que uno por esparcimiento, que puede 
ser considerado superfluo y procede en función 
de factores tales como la extracción social, las 
costumbres familiares y, fundamentalmente, la 
capacidad económica de los alimentantes”. (BA-
03245-F-2023 - “G. O. P. E. c. S. A.s/ modificación de 
cuota alimentaria”, sent. 21/07/2025).

En orden a lo dicho entonces, vale advertir que 
la diferenciación entre gastos suntuarios y gastos 
imprescindibles también está atravesada por una 
“zona gris” que obedece a la situación familiar en 
concreto y deberá ser apreciada según el caso. El 
pago de un viaje de egresados puede o no ser con-
siderado suntuario, en función de la capacidad 
económica de la familia.

También considero atendible el agravio en 
cuanto a que la indefinición del rubro obliga a la 
parte a pleitear, ya que aún en el caso de tener 
que reclamar judicialmente, el hecho de que la 
obligación esté establecida facilitará una even-
tual repetición con la sola acreditación del gasto 
y su justificación.

En definitiva, considerando el monto de los 
haberes del demandado y la cuota establecida, 
propongo hacer lugar al recurso y agregar a los 
alimentos fijados el 50%  de los eventuales ali-
mentos extraordinarios no suntuarios que pue-
dan presentarse.

Que lo dicho es suficiente para hacer lugar a la 
apelación, porque solo deben tratarse las cues-
tiones, pruebas y agravios conducentes para 
resolver en cada caso lo que corresponda, sin in-
gresar en asuntos abstractos o sobreabundantes 
(Fallos: 308:584; 308:2172; 310:1853; 310:2012; 
etcétera).

V. Que no se cargan costas de segunda instancia 
en atención a que no ha mediado contradicción.

VI. Que, en síntesis, propongo resolver lo si-
guiente: Primero: Hacer lugar a la apelación de la 
actora y agregar a la obligación alimentaria fijada 
en la sentencia, el pago del 50% de los alimentos 
extraordinarios no suntuarios que puedan acae-
cer en relación a los beneficiarios de la cuota, 
hasta la edad de 21, debidamente justificados. 
Segundo: Protocolizar y notificar la presente a 
través del sistema informático de gestión judicial 
(artículos 120 y 138, Leyes 5777 y 5780). Tercero: 
Devolver oportunamente las actuaciones.

Los doctores Corsiglia y Riat dijeron:

Por compartir lo sustancial de sus fundamen-
tos, adherimos al voto de la doctora Pájaro.

Por ello, la Cámara de Apelaciones en lo Ci-
vil, Comercial, Familia, de Minería y Conten-
cioso Administrativa, resuelve: Primero: Hacer 
lugar a la apelación de la actora y agregar a la 
obligación alimentaria fijada en la sentencia, el 
pago del 50%  de los alimentos extraordinarios 
no suntuarios que puedan acaecer en relación 
a los beneficiarios de la cuota, hasta la edad de 
21, debidamente justificados. Segundo: Protoco-
lizar y notificar la presente a través del sistema 
informático de gestión judicial (artículos 120 y 
138, Leyes 5777 y 5780). Tercero: Devolver opor-
tunamente las actuaciones. Se deja constancia 
que la doctora Pájaro no suscribe la presente, 
no obstante haber participado del Acuerdo, por 
encontrarse en uso de licencia. — Federico E. 
Corsiglia. — Emilio Riat.
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